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1. Introducción 

Si ya es suficientemente difícil definir los actores,

causas y tipologías de un conflicto armado, en el caso

de Haití resulta complicado incluso llegar a establecer

si verdaderamente se ha producido un conflicto arma-

do. La capacidad de respuesta a la tipología de la vio-

lencia armada que se da en el país caribeño, tampoco

ayuda a dilucidar qué tipo de intervención humanita-

ria se debe llevar a cabo. En este aspecto, se debe

señalar a la comunidad internacional como una de las

principales responsables, dando por descontado que,

ante una situación de suma incapacidad del Gobierno,

Haití se encuentra en fase posbélica y ante una fase

de desarrollo, sin tener en cuenta las acuciantes nece-

sidades humanas que padece la población local,

inmersa en el país más pobre de todo el continente

americano. El objetivo de esta intervención es delimi-

tar las principales causas que marcan la tipología de

la violencia armada actual, sin olvidar sus anteceden-

tes históricos y empezando por sus actores, sus líneas

de actuación y las respuestas recibidas. Obviamente,

esta violencia armada tendrá sus consecuencias en el

desafío humanitario dentro del cual Haití se ve inmer-

so. Finalmente, a partir de las iniciativas de reducción

de la violencia armada y de seguridad, se pueden

extrapolar ciertos aspectos a tomar en consideración

de cara a la intervención humanitaria.

2. Antecedentes históricos y violencia
armada actual

En Haití, jamás ha existido un sistema ni una tra-

dición de transferencia de poder a través de procesos

electorales. La irrupción sistemática de las fuerzas

armadas (FFAA) en la esfera política, los largos perio-

dos autoritarios o de intervenciones extranjeras (dic-

tadura de los Duvalier o la prolongada presencia en el

país de EEUU en la primera mitad del siglo XX) y la

celebración de comicios fraudulentos, han impedido

el arraigo de unas instituciones estables y de una sóli-

da cultura democrática. Tras la huida de Jean-Claude

Duvalier en 1986, se sucedieron en el país varios

Gobiernos provisionales, débiles e inestables, en el

marco de un intento de transición política conducida

por los militares. Esta tentativa fallida de transición

finalizó con la celebración en 1990 de elecciones

legislativas y presidenciales, pero se vio nuevamente

interrumpida por el sangriento golpe de Estado con-

tra el Presidente electo, Jean Bertrand Aristide, a los

ocho meses de estar ejerciendo el cargo. Tras los tres

años de dictadura militar (1991-1994) y el reestable-

cimiento de Aristide en el poder, la escena política

haitiana se vio nuevamente inmersa en sucesivas cri-

sis políticas que culminaron con la celebración, en

mayo de 2000, de las elecciones locales y legislativas

que debían haber tenido lugar en 1999. 

Posteriormente, los intentos de mediación inicia-

dos por la Organización de Estados Americanos (OEA)

en abril de 2001, se frustraron por los hechos de vio-

lencia acaecidos en el mes de julio y por las acusa-

ciones de golpe de Estado que el Gobierno de Aristide

vertió sobre la oposición después de que un grupo de

personas armadas atacara el Palacio Nacional en

diciembre de 2001. Ya en 2002 y 2003 se incremen-

taron la polarización social y la violencia política, y

se generalizaron tanto las protestas de la sociedad

civil como los ataques de las bandas armadas pro-

Aristide (conocidas como chimères). Sin embargo, el

detonante de la violencia armada fue el asesinato en

septiembre de 2003 de Amiot Métayer, líder de una

de las principales pandillas armadas del país (el

Ejército Caníbal, que operaba en Gonaïves). Después
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de este episodio, los seguidores de Métayer se decla-

raron en rebeldía y tomaron las armas contra el

Gobierno, que respondió con una inusitada brutali-

dad a través de la Policía Nacional de Haití (PNH). En

la capital, paralelamente, las chimères incrementaron

sus actos de intimidación y violencia contra la opo-

sición, que a su vez acusaron a Aristide de intentar

orquestar un autogolpe de Estado el 5 de diciembre.

No fue hasta finales de febrero de 2004, momento en

que se produjo la salida definitiva de Aristide, cuan-

do se desencadenó la imposición de una misión de

mantenimiento de la paz de Naciones Unidas (la

MINUSTAH, bajo la resolución 1542 del Consejo de

Seguridad de 1 de junio de 2004)2, así como la ins-

tauración del Gobierno de transición de Gerard

Latortue, antes del inicio del ciclo electoral, marca-

do por la victoria en la presidencia de René Préval.

Haití se encuentra en un momento decisivo tras

la celebración de las elecciones en febrero de 2006 y

la conformación de un nuevo Gobierno encabezado

por el Presidente René Préval. Después de que hayan

tenido lugar las elecciones que pusieron fin al man-

dato de un Gobierno de transición, carente de legiti-

midad y objeto de contestaciones y críticas por parte

de numerosos sectores, el Gobierno haitiano debe

enfrentarse al reto de la consolidación de un Estado

democrático y con presencia en todo el territorio. La

configuración de un nuevo Gobierno electo ha sido

celebrada por la mayoría de la sociedad haitiana, que

ha visto en éste el inicio de la recuperación de la

soberanía del país, puesto que la elevada y visible

presencia internacional en el mismo, hacía cuanto

menos cuestionable el hecho de que esta soberanía

estuviera realmente en manos de las instituciones y

la población haitianas. 

El nuevo Gobierno cuenta con una serie de acti-

vos, que de ser aprovechados adecuadamente, per-

mitirían dar un salto cualitativo y cuantitativo en el

desarrollo del país. No obstante, es urgente que la

población perciba que al menos ciertos cambios

están teniendo lugar, puesto que cuanto más se dila-

te en el tiempo la visibilización de determinadas

políticas públicas, así como los resultados que éstas

puedan estar teniendo, mayor será la desilusión de la

población. Esto podría llevar a un grave deterioro de

la situación del país en términos de tensión social y

violencia (Escola de Cultura de Pau, 2006).

Sobre la violencia en sí, la situación actual prácti-

camente descarta el hecho de que en Haití se haya

producido un conflicto armado como se conocería

convencionalmente. Como ya se ha mencionado, las

causas de inseguridad se articulan principalmente por

la ausencia de alternativas sociales y económicas,

(zonas de non droit), la corrupción política, la capa-

cidad limitada de la gobernabilidad local y la inefica-

cia de servicios de base ofrecidos por las instituciones

gubernamentales a la población (en esta materia, la

PNH, el Ministerios de Justicia, Asuntos Sociales,

Educación, Infraestructuras y Salud Pública, además

de la Secretaría para la Seguridad Pública). Además,

habría que sumarle la presencia del narcotráfico, el

contrabando y el tráfico de armas. La violencia y la

presencia de armas ligeras es un hecho estructural y

una norma social cada vez más recurrente, lo que lleva

a hablar de Haití como un caso de violencia armada

urbana. Sin embargo, no se puede obviar el hecho de

que existe violencia de carácter rural, en la lucha por

tierras, sumado a la ausencia de sistemas policiales y

judiciales eficientes.

Si se consolidara una visión sobre un tipo de vio-

lencia menos política y más criminal, se podría llegar

a producir una disminución del número de efectivos

militares a favor de un aumento de policías. Esta

medida se ha implementado recientemente, a través

de la resolución 1780 del Consejo de Seguridad de

Naciones Unidas, en la ampliación del mandato de la

misión, hasta octubre de 2008, y dejando la nueva

estructura en 7.060 efectivos militares (por 7.500

anteriores) y 2.091 policiales (por 1.897 actuales)3.

No obstante, si bien esta misión se enmarca en el
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capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, habría

que precisar que los militares actualmente no son tan

funcionales (especialmente los situados en las zonas

rurales), y que haría falta que se incorporaran nuevos

policías que estuvieran especializados en el control

urbano de la violencia.

Resulta también necesario identificar las princi-

pales zonas afectadas por la violencia armada. La

progresiva apertura de mercados llevó a la crisis del

sector agrícola haitiano e hizo perder poder adqui-

sitivo a sus trabajadores, mayoritariamente con

producción de carácter unifamiliar, lo que ha lleva-

do a migraciones masivas de la población a las

zonas urbanas, sin ningún tipo de planificación

urbanística, convirtiéndose en otro de los motivos

que ocasionan este tipo de violencia armada. De las

zonas urbanas, cabe reseñar varios barrios de la

capital como Bel Air, Cité Soleil, Martissant,

Delmas y Carrefour Feille, además de otras pobla-

ciones como Gonaïves, Les Cayes o Cap Haitien.

Ante esta situación, parecían detectarse trazos de

una violencia armada parecida a la que viene afec-

tando a las favelas brasileñas, de ahí el fuerte com-

promiso del contingente brasileño en el seno mili-

tar de la MINUSTAH.

La realidad cambiante del país puede llevar a que

en un corto espacio de tiempo puedan detectarse

otras zonas con un alto índice de violencia armada,

bien sea por el recrudecimiento de la tensión social,

como por el actual desplazamiento de miembros de

grupos armados hacia las afueras de la capital. El uso

que los grupos armados hacían sobre la población

impidió la prestación de servicios básicos, lo cual

provocó a su vez que éstos se desplazaran hacia otras

áreas para conseguir asistencia médica. Respecto a

los grupos armados en sí, se deben intentar identifi-

car sus estructuras y motivaciones políticas y crimi-

nales, en muchas ocasiones entremezcladas, así como

la relación establecida con la comunidad donde vie-

nen operando. La relación entre actores armados y

los miembros de los barrios donde operan, puede lle-

gar a ser sumamente compleja ya que en ella se com-

bina la generosidad y protección a través de la pres-

tación de servicios (provisión de alimentación), con

la generación de un clima de amenaza y utilización

de la población como actores armados ante el ataque

de otros grupos. 

En cifras, ya no se concibe que haya 30.000

miembros de grupos armados tal y como apuntaban

estudios anteriormente realizados (Muggah, 2004),

sino que desde MINUSTAH se han cifrado entre 4.000

y 6.000. Su estructura e

idiosincrasia es muy varia-

da, aunque muy relaciona-

da e interconectada entre

sí. Cada grupo armado lo

conforma un líder acom-

pañado de tres a seis

lugartenientes, mientras

el número de efectivos

totales puede llegar al

medio centenar. Si se

tuviera que establecer una

clasificación gradual de

más político a más crimi-

nal, se debería hablar por

este orden: las Organisa -

tions populaires, los Baz

armés y las bandas crimi-

nales organizadas, aun-

que, como ya se ha

comentado, parece distin-

guirse cada vez más claramente el hecho de que las

supuestas reivindicaciones políticas no son más que

el pretexto para sus actividades criminales. En defi-

nitiva, se trataría de identificar el núcleo duro de

cada grupo armado, para diferenciarlo de otro tipo de

actores (menores y mujeres) que conforman la peri-

feria del mismo, aunque que no están exentos de res-

ponsabilidades. 
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Asimismo, también debe denunciarse un impor-

tante número de violaciones de derechos humanos,

empezando por la violencia sexual: las mujeres y las

niñas han sufrido torturas, violaciones y asesinatos

a manos de grupos armados ilegales y de individuos,

y no se observan avances significativos en la inves-

tigación y en el procesamiento de sus responsables.

Respecto estos grupos armados, continúan los

homicidios ilegítimos e indiscriminados, mientras

que la mayoría de los autores de estos crímenes

siguen disfrutando de total impunidad. Además, las

personas dedicadas a defender los derechos huma-

nos continúan siendo víctimas de hostigamiento e

intimidación.

A esta impunidad debe sumársele el hecho que la

administración de justicia sigue incumpliendo las

normas internacionales relativas al debido proceso y

a las garantías procesales, mientras miles de perso-

nas continúan encarceladas sin cargos ni juicio.

Menos del 20% de los casi 4.500 presos han sido

condenados, sin embargo, se puso en libertad a pre-

sos políticos relevantes detenidos durante el

Gobierno de transición entre  2004 y 2006. Además,

la dureza de las condiciones penitenciarias sigue

Configuración y motivaciones de los grupos armados en Haití

Grupo

Organisations
populaires (OPs)

Baz armés

Gangs / Chiméres

Zenglendos

Fugitivos de prisión
y deportados4

Grupos de
tolerancia cero

Frentes de
resistencia

Ex FAd’H

Funcionarios
despedidos

PNH asociados a
criminalidad

Crimen organizado

Compañías de
seguridad privadas

Configuración

Organizaciones mercenarias en las zonas más
pobres.

Jóvenes.

Grupos criminales organizados.

Criminales en las afueras de la ciudad.

Mercenarios a veces absorbidos por los grupos
armados.

Ejecución de criminales sospechosos u
oponentes políticos.

Antiguos militares y civiles seguidores de
Aristide.

Desmovilizados tras la extinción de las FFAA.

Apoyo grupos armados.

Relación con narcotráfico y tráfico de armas.

Relación con narcotráfico y tráfico de armas.

Operación en las élites urbanas.

Motivaciones

Política, resistencia armada y organización para la
distribución de recursos.

Económicas y simbólicas; instrumentalizadas
eventualmente como mercenarios por
organizaciones políticas.

Crimen organizado de alcance urbano.

Viviendas ilegales.

Vivienda ilegal. Búsqueda errática de integración
social.

Control específico de áreas.

Oposición política armada.

Demandas de compensación por su reintegración.

Demandas de compensación por su reintegración.

Actividades ilegales para el autoenriquecimiento.

Actividades ilegales para el autoenriquecimiento.

Tráfico de armas.

Fuente: Nascimento, S.: Armed groups in Haiti: geographical distribution, internal dynamics, level of threat and community perceptions.
MINUSTAH, 2006.

4 Un fenómeno muy presente en la actualidad es la deportación de haitianos desde Canadá y EEUU, parte de ellos con un alto nivel de psico-
patía.



siendo la norma en todo el país. Debido al hacina-

miento, la alimentación inadecuada y la falta de

atención médica, las condiciones son pésimas en la

mayoría de las prisiones. El International Crisis Group

(ICG) publicó un informe relativo al estado del siste-

ma penitenciario, donde se alerta sobre las condicio-

nes de masificación e inseguridad de las prisiones y

en el que se informa de que el número de detencio-

nes y la duración de las penas están aumentando pro-

gresivamente, de que el acceso a una defensa queda

reservado únicamente para los que pueden sufragar

los gastos y de que las condiciones carcelarias conti-

núan siendo inhumanas. Según el informe, estas con-

diciones suponen un riesgo latente de explosión de

violencia que podría menoscabar los pasos reciente-

mente realizados, tanto por el Gobierno como por la

MINUSTAH, dirigidos a combatir las bandas urbanas y

el crimen organizado (ICG, 2007). 

3. El desafío humanitario y el
acompañamiento internacional

La sensación de optimismo emergente que se

pueda dar por los recientes desarrollos positivos en

materia de seguridad, no han cambiado en práctica-

mente nada las acuciantes necesidades humanas

básicas. Haití sigue siendo el país más pobre de todo

el continente americano y son varios los datos que lo

corroboran: el 54% de la población vive con menos

de un dólar al día, además, dos terceras partes de la

población activa trabajande manera informal y se

constata una tasa del 50% de analfabetismo entre la

población adulta.

En Haití, la situación humanitaria oscila constan-

temente entre la emergencia y la cronicidad. La com-

binación de los altos niveles de pobreza extrema, la

incidencia de la violencia en la vida diaria, el deterio-

ro y la crisis socioeconómica que limita las capacida-

des de la población para acceder a su propio sustento

y a los servicios básicos, la fragilidad del Gobierno y

su excesiva centralización, la deforestación y la ero-

sión del suelo, unidos a los desastres naturales propios

de la región del Caribe (tifones, seísmos, etc.), han

encuadrado al país dentro de lo que se denomina como

emergencia política compleja5.

Así pues, la situación humanitaria de Haití debe

ser abordada en toda su complejidad y evidenciando

los factores políticos y estructurales que la ocasionan

y condicionan, y no sólo las consecuencias visibles y

coyunturales de los desastres naturales. Naciones

Unidas ha acuñado el concepto de emergencia políti-

ca compleja, para analizar este tipo de contextos. La

situación de Haití puede enmarcarse en esta defini-

ción, ya que permite atender la diversidad y comple-

jidad de las causas de la grave crisis que atraviesa el

país, en la que los desastres naturales se suman a un

contexto de crisis política, violencia y toda una serie

de condicionantes previos y vulnerabilidades estruc-

turales que hipotecan cualquier mejora en las condi-

ciones de vida del país. Dos son los elementos más

visibles de esta crisis: el impacto de los desastres

naturales y la crisis alimentaria, que en un contexto

sociopolítico, económico y de violencia como el des-

crito, permiten hablar de emergencia política com-

pleja.

Más allá del ámbito político, la situación econó-

mica en el país no ha hecho sino deteriorarse en los

últimos años. Desde la década de los 70, Haití se ha

visto inmerso en un proceso de liberalización, priva-

tización y  eliminación de aranceles, que ha permiti-

do la entrada masiva de productos exportados, prin-

cipalmente agrícolas, condenando a la producción

local a su desaparición, al no poder competir con los

precios subsidiados de productos procedentes de

mercados como el estadounidense o el europeo. Así,

la producción de arroz, de café o de ron ha desapa-

recido o se ha visto reducida a su mínima expresión,

con graves consecuencias no únicamente en lo que

respecta a la destrucción de empleos, sino también

acabando con la autosuficiencia alimentaria del país

caribeño. Actualmente la producción agrícola haitia-
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na sólo cubre entre un 30% y un 40% de la demanda

interna de alimentos. Otros sectores económicos que

se han visto afectados han sido el de la industria

manufacturera, que también ha ido despareciendo

progresivamente, o el del turismo, especialmente

afectado por la grave inestabilidad política de los

últimos años, así como por la falta de infraestructu-

ras adecuadas, cerrándose con ello una de las puer-

tas que, sin embargo, se ha constituido en tabla de

salvación para muchos de los países vecinos, como

República Dominicana o Cuba. 

Esta situación económica ha venido acompañada

de un contexto político en el que el ejercicio del

poder ha sido percibido como un trampolín seguro

para el enriquecimiento personal, mediante prácticas

de nepotismo y corrupción que han derivado en el

saqueo de las arcas públicas y la fuga de capitales

hacia el extranjero. Además, la práctica inexistencia

de una presión fiscal sobre aquellos sectores sociales

privilegiados económicamente, ha privado al Estado

haitiano de los recursos necesarios para la prestación

y ejecución de las más básicas políticas públicas en

materia de sanidad, educación, infraestructuras o

seguridad social, dejando en manos de un también

exiguo mercado, la provisión de estos servicios.

Para explicar la vulnerabilidad que caracteriza a

Haití, hay que atender a toda una serie de factores

de tipo interno, pero también a otros de orden exter-

no. Indudablemente, existe un factor de carácter

geográfico común a todos los países caribeños, en

los que fenómenos como los huracanes o las tormen-

tas son habituales. Además, las propias característi-

cas geográficas de Haití le convierten en un país pro-

picio a este tipo de fenómenos y a otros como la

sequía o el corrimiento de tierras. Asimismo, la

degradación medioambiental provocada por la grave

deforestación, ha convertido extensas zonas del país

en prácticamente desérticas, lo que explica el des-

mesurado impacto de estos fenómenos naturales,

propios de la región caribeña, como las tormentas

tropicales y fuertes lluvias.

Dentro de este contexto se hace indispensable el

diseño de una buena estrategia para pasar de las

actuaciones humanitarias de emergencia a las accio-

nes de desarrollo sostenibles y permanentes, de

forma que dirigirse hacia las causas estructurales de

la pobreza en el país será la clave para poder realizar

este cambio. Sin embargo, muchas de las actuaciones

que se llevan a cabo en terreno siguen dirigidas a

paliar las consecuencias o intentar frenar la inciden-

cia de un determinado factor, sin presentar propues-

tas para atajar las causas estructurales. 

Como ejemplo, el Plan Internacional de Respuesta

a los Desastres Naturales insiste en el diseño de

mecanismos de alerta temprana y en la implicación

de los líderes comunitarios en la difusión de los men-

sajes de prevención, así como en la necesidad de

ampliar los ejercicios de simulación para disminuir

daños y víctimas. Este programa está diseñado para

coordinar los esfuerzos de la comunidad internacio-

nal con los del Sistema Nacional para la Gestión de

Riesgos y Desastres del Gobierno de Haití, pero las

medidas adoptadas por los actores internacionales y

locales en el terreno para gestionar los riesgos son

escasas y de poca incidencia. Además, no facilitan

soluciones para temas cruciales como las infravivien-

das en zonas próximas a las riberas o el excesivo cen-

tralismo político y económico, que hace que la mayor

parte de la población se concentre en áreas metro-

politanas, algo en lo que el Gobierno del país debe-

ría adoptar un papel central.

Por otra parte, la incapacidad de un Estado como

el haitiano (prácticamente ausente en algunas zonas

del país) para hacer frente a las crisis humanitarias

se ha manifestado de dos maneras. Por una parte, ha

demostrado reiteradamente que carece de recursos

para ofrecer respuestas rápidas en momentos críticos

como los que tuvieron lugar en mayo y septiembre de

2004, y garantizar una mínima respuesta a las nece-

sidades de la población damnificada por las inunda-

ciones. La enorme centralización del Gobierno haitia-

no ha mermado notablemente la capacidad de actua-

ción, así como de diseño e implementación de polí-

ticas públicas de las autoridades locales. Este déficit

dificulta todavía más la respuesta rápida en momen-

tos de emergencia. Por otra parte, ha quedado más

Los retos de la acción humanitaria en los conflictos de larga duración (Vol. 2)
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que manifiesta la ausencia de cualquier medida pre-

ventiva, no sólo a través de sistemas de alerta tem-

prana que permitan diseñar estrategias para afrontar

los desastres naturales, sino también mediante polí-

ticas que busquen soluciones estructurales a largo

plazo, como políticas medioambientales de regenera-

ción de la masa forestal del país o planes agrícolas

que permitan hacer frente a la inseguridad alimenta-

ria crónica.

Es necesario, por tanto, que se haga una revisión

del papel que la comunidad internacional ha desem-

peñado en Haití hasta el día de hoy, para evaluar qué

es lo que no ha funcionado y cuáles deberían ser los

próximos objetivos a alcanzar. Puesto que en algún

momento, tarde o temprano, tanto Naciones Unidas

como otros organismos internacionales deberán pen-

sar en cuál sería la estrategia de salida del país más

adecuada, es necesario disponer de mecanismos de

evaluación que permitan valorar el impacto real de

esta presencia internacional. El Gobierno haitiano ha

expresado su voluntad de mostrar un mayor liderazgo

en el proceso de transición y desarrollo que actual-

mente está teniendo lugar en el país. 

En definitiva, la comunidad internacional debe

tener en cuenta que a pesar de la enorme necesidad

de ayuda que tiene el país, su capacidad tanto de

absorción como de gestión es ciertamente limitada,

lo que sumado a una descoordinación y duplicación

de esfuerzos resta toda efectividad a esta ingente

presencia de actores externos. La administración

pública haitiana es sumamente débil, cuando no

inexistente en muchas partes del país, lo que dificul-

ta y retrasa que la ayuda internacional tenga un

impacto real en las condiciones de vida de la pobla-

ción, por lo que la comunidad internacional debe

velar para que esta destacada presencia en Haití no

acabe por neutralizar los esfuerzos locales que se

están haciendo. Por otra parte, sería también impor-

tante que la inversión extranjera necesaria para revi-

talizar la economía, se haga garantizando siempre el

respeto a los derechos humanos de los trabajadores

haitianos, así como al ya deteriorado medio ambien-

te y que priorice también aquellos sectores que supo-

nen un beneficio real para el país y no sólo para los

inversores.

4. Iniciativas de democratización y de
reducción de la violencia armada

Tras la caída de Jean-Claude Duvalier y, por

tanto, de una las dictaduras más sangrientas del

continente (1957-86), Haití ha emprendido dos

tentativas fallidas de democratización del país. La

primera de ellas, entre 1986 y 1990, estuvo dirigi-

da, a instancias de EEUU, por la elite económica y

por la cúpula militar. Sin embargo, la intención de

perpetuar el “duvalierismo” sin Duvalier se saldó

con un sonoro fracaso, con múltiples intentos de

golpes de Estado y con la agudización de todas las

debilidades y disfunciones acumuladas en los perio-

dos anteriores. 

El segundo intento de transición fue protagoniza-

do por Jean Bertrand Aristide, máximo exponente de

la teología de la liberación y de la lucha contra los

Duvalier, que en las elecciones de diciembre de 1990,

y en contra de la voluntad explícita del oficialismo,

obtuvo el 67% de los votos, encabezando una coali-

ción de movimientos sociales y organizaciones de

distinto tipo. En esta ocasión, el proceso de demo-

cratización fue abortado por dos factores: la frontal

oposición de la elite económica y militar y la deriva

autoritaria, represiva y corrupta que experimentó el

régimen de Aristide tras ser repuesto en el poder en

1994 por 21.000 marines estadounidenses. Como ya

se ha mencionado, Aristide, cada vez más solo, dele-

gó las tareas de seguridad y represión a bandas arma-

das paradelincuenciales, permitió el auge del narco-

tráfico y la corrupción mientras se derrumbaba la

economía, y agudizó la polarización social con un

uso habitual de la violencia política y del fraude elec-

toral. 

Actualmente, en materia de seguridad y tres años

después de la implantación de la MINUSTAH, el pro-

grama de Desarme, Desmovilización y Reintegración

(DDR) de antiguos combatientes puesto en marcha,
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similar a otros realizados en otros contextos, no ha

conseguido reducir el nivel de violencia armada en

Haití. En Haití no se puede llegar a detectar con cla-

ridad un conflicto armado entre partes enfrentadas y

bajo motivaciones políticas. Tampoco se ha consta-

tado la consecución de un proceso de paz que cul-

minara con algún tipo de acuerdo. Además, de

manera más concreta, se constató que el grupo obje-

tivo a desmovilizar (los antiguos militares, las

FAd’H) era la principal prioridad, pues inmediata-

mente después de la salida del Presidente Aristide,

éstos podían suponer una gran amenaza con una

previsible demanda para la reconsideración de su

estatus como FFAA6. 

La falta de comprensión inicial de varios de los

motivos expuestos llevó a la “importación” de expe-

riencias y lecciones aprendidas de procesos de DDR

realizados en países africanos como Burundi o Sierra

Leona. A todo esto habría que añadirle la prioridad

dada por parte de la MINUSTAH de llevar a cabo un

proceso electoral y la falta de una PNH consolidada.

El siguiente gráfico pretende dar cuenta de las dife-

rencias en la intervención del programa de reducción

de la violencia armada en el país, en comparación

con la puesta en marcha de un programa de DDR tras

un conflicto armado más convencional. Los supues-

tos establecidos son motivo de controversia, en

especial por el hecho de equiparar el rol de un pro-

ceso electoral con el de un acuerdo de paz y el con-

siderar un inicio tardío de la reforma del sector de

seguridad.

Para intentar paliar esta situación, la Sección

Integrada de DDR de la MINUSTAH, tras una primera

aproximación infructuosa a partir de su implantación

en 2004 en la que establecía un DDR más convencio-

nal, ha establecido una aproximación multifacética

para la reducción de la violencia armada en el país,

la cuál está basada en cinco ejes complementarios:

negociación y desarme de los grupos armados; segu-

ridad; atención a menores; reintegración de mujeres

asociadas con grupos armados; y revisión del cuadro

legislativo sobre armas ligeras. A modo de valoración

de esta estrategia para la reducción de la violencia,

si bien conceptualmente parece una idea bien plan-

teada, su ejecución hasta el momento presenta cier-

tas dudas. 
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Las necesidades vitales tan acuciantes que tiene

la mayor parte de la población haitiana llevan a que

la vinculación entre la seguridad y el desarrollo sea

muy estrecha. La necesidad de homogeneización de

la estrategia de reducción de la violencia pasa por

delimitar qué tipo de proyectos llevar a cabo desde

la propia comunidad, los cuales pueden ir desde la

sensibilización y la educación en materia de paz y

negociación de conflictos, hasta proyectos de de -

sarrollo y reconstrucción física de las zonas afectadas

(limpieza de escombros, potabilización del agua,

reconstrucción de infraestructuras). Así, se podrá

identificar a los líderes comunitarios, empoderando

al sector local. En definitiva, este tipo de aproxima-

ción debería ser la perspectiva que se debería inten-

tar adoptar en los procesos de desarme dentro de la

construcción de paz, ya que, el hecho de que los

beneficios que se puedan dar sean de carácter colec-

tivo, sirve para el empoderamiento de la propia

comunidad, enmarcados a su vez como un compo-

nente más de los programas más amplios de reconci-

liación y recuperación para la comunidad (Escola de

Cultura de Pau, 2007).

En otro orden de cosas, la consolidación y aplica-

ción del marco legislativo no podrá ser efectiva sin

un fortalecimiento del Estado haitiano que, en mate-

ria de seguridad, pasa por la reforma, en paralelo, del

sistema policial y judicial. Hasta ahora ha habido un

lento progreso en estos aspectos, bien por la fragili-

dad del Gobierno (tanto el de transición como el

electo) o bien por la priorización de las tareas vin-

culadas con las elecciones por parte de la MINUSTAH.

La visión de la sociedad civil ha sido en todo momen-

to crítica, debido a las malas experiencias pasadas,

cuando las fuerzas policiales eran un instrumento de

violencia armada utilizado desde el Gobierno.

Sobre la reforma policial, actualmente se calcula la

existencia de unos 7.000 efectivos, lo que conlleva a

un ratio de un policía por cada 1.100 habitantes7,

uno de los porcentajes más bajos de toda América

Latina. El propio Gobierno ha estimado que para 2008

la cifra alcance los 9.000 policías y los 14.000 en

2010, lo que llevaría a unos porcentajes parecidos a

los de los países desarrollados. El actual bajo número

y la falta de confianza desde la sociedad civil, debido

a que la violencia tradicionalmente ha sido utilizada

por el Gobierno, ha llevado a la proliferación de una

gran cantidad de compañías de seguridad privada. 

Respecto a la reforma judicial, resulta poco váli-

do apostar por la transparencia judicial cuando no se

presentan alternativas factibles, ya que la corrupción

ha llegado incluso al nivel de los jueces, por lo que
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también se requiere un proceso de verificación,

sumado a un incremento de recursos. Buena muestra

de ello es el fenómeno de la detención preventiva: de

los alrededor de 5.000 detenidos que acostumbra a

haber, sólo se juzga aproximadamente a un 3%, lo

que es otro motivo de desconfianza hacia el procedi-

miento judicial, mientras el resto, o son liberados o

permanecen en situación de detención preventiva.

Además, esta disfuncionalidad del sistema judicial se

caracteriza por un alto grado de corrupción ante las

amenazas de la violencia y el crimen organizado. A

partir de un código penal anticuado, el Estado no

puede garantizar la seguridad de los ciudadanos, y es

incapaz de llevar a cabo juicios justos. Además, las

condiciones de las prisiones son pésimas. 

Finalmente, parece lógico añadir que los dos proce-

sos anteriormente señalados necesitan un alto grado

de coordinación. Hasta el momento, existía una gran

desconfianza entre ambas instituciones; los magistra-

dos reprochan a los policías su arrogancia, insubordi-

nación y la connivencia con el narcotráfico o los

secuestros. Por su parte, la sección policial estimaba

que la justicia era corrupta y que liberaba a efectivos

de grupos armados anulando sus esfuerzos en la lucha

contra la inseguridad. Como se observa, la formación

de un Estado de derecho, una vez cerrado el ciclo elec-

toral, pasa por la creación de una estructura y estrate-

gia a nivel nacional también en otros aspectos como la

administración pública. Para ello, la asistencia que la

comunidad internacional preste al Gobierno de Haití

debe ser coordinada y menos asistencialista. 

5. Conclusiones: retos y dilemas para
la intervención humanitaria desde
la perspectiva de la seguridad

La falta de una estrategia coordinada desde dis-

tintos niveles es un aspecto que necesita importan-

tes mejoras en materia de seguridad para la reduc-

ción de la violencia armada, pero que a su vez puede

servir para responder a las principales dudas plante-

adas acerca de la acción humanitaria a realizar. Así,

se podrán identificar aquellos elementos que no

deban ser extrapolados y que lleven a un mayor

beneficio en la acción humanitaria.

En primer lugar, resulta fundamental consolidar la

homogeneización dentro del sistema de Naciones

Unidas, lo cual pasa por responder a las recomenda-

ciones ya mencionadas por el Departamento de

Misiones de Mantenimiento de la Paz: crear una

Commission pour la Réduction de la Violence (CRV),

para acogerse con más precisión a la resoluciones

1702 y 1743 del Consejo de Seguridad de la ONU8,

con una estructura presupuestaria única y que for-

malice el rol del UNICEF en esta unidad. Si bien este

dispositivo ya se venía haciendo efectivo desde su

inicio, el propio Departamento de Misiones de

Mantenimiento de la Paz, en visita al país en marzo

de 2007, constató una falta de comunicación e

implementación de políticas de carácter muy distin-

to entre el UNICEF y la MINUSTAH. Es por eso que

este Departamento recomendó establecer una línea

estratégica operacional conjunta, bajo una estructu-

ra y una gestión presupuestaria integrada y bajo el

liderazgo de la MINUSTAH y el PNUD. 

Una de las principales cuestiones que se plantea

en este taller, en aras de una mejor acción humani-

taria, reside en el debate acerca de los principios de

neutralidad e imparcialidad. El ejemplo de ello es

visible en la relación que tiene la operación de

Naciones Unidas con el Gobierno. Las debilidades

detectadas en la estructura y funcionamiento de la

Comisión Nacional para el Desarme, Desman -

telamiento y Reintegración (CNDDR) son un fiel refle-

jo de las numerosas necesidades de asistencia hacia

el Gobierno para formar un verdadero Estado de dere-

cho. Para valorar las relaciones entre Gobierno (en

este caso, bajo la figura de la CNDDR) y la MINUSTAH

habría que añadir la persistencia de una fuerte tradi-
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ción de apropiación nacional y desconfianza respec-

to lo externo, además de un alto grado de descon-

fianza de la ayuda procedente del exterior ya que,

tras muchos años de intervención, el dinero compro-

metido ha sido proporcionalmente muy superior a los

resultados conseguidos sobre el terreno. En el ámbi-

to de las organizaciones internacionales, se ha des-

tacado la falta de impacto de los proyectos impulsa-

dos por la comunidad internacional y el derroche de

fondos en un país con necesidades tan acuciantes.

Un fortalecimiento en la comunicación y la transpa-

rencia ayudaría sobremanera a disipar dudas sobre los

objetivos de la CNDDR y, como consecuencia, del

Gobierno al que representa. Así, se conseguiría impli-

car a la población en el proceso de reformas para que

ésta esté en todo momento informada de los logros y

participe de manera activa, en la medida de sus posi-

bilidades. Paralelamente, se deberían iniciar progra-

mas de carácter social, especialmente centrados en la

generación de empleo, en aquellas zonas más afecta-

das por la violencia y que estén dirigidos a los colec-

tivos en riesgo potencial de integrarse en alguno de

los diferentes grupos armados que actualmente ope-

ran en el país. 

Extrapolándolo al ámbito humanitario, la OCHA,

en su llamamiento especial de 2007 (Transitional

Appeal 2007), señaló como un factor clave para la

estabilidad del actual Gobierno, la inmediata y visi-

ble distribución de los dividendos de la democracia

entre la población, en la búsqueda de la paz, la jus-

ticia y la equidad social. Esta petición encaja con el

desarrollo por parte de la MINUSTAH de los denomi-

nados Quick Impact Projects (Proyectos de Impacto

Rápido) que se han puesto en marcha en barrios hai-

tianos como Cité-Soleil, después de llevar a cabo

importantes operativos de seguridad en los que se ha

detenido a numerosos miembros de grupos armados

responsables de la violencia. Estos proyectos, enca-

minados a normalizar la vida de las personas que han

sufrido una continuada situación de violencia, son

desarrollados en algunos casos de forma conjunta

con ONG o Agencias de la ONU y en otros casos, de

forma exclusiva por miembros de la MINUSTAH. En

estos casos, las competencias deben estar claramen-

te descritas para que la Misión sólo desarrolle pro-

yectos donde tenga una ventaja comparativa especí-

fica respecto a las organizaciones propiamente

humanitarias. 

Otra de las principales cuestiones a plantear es la

diatriba entre el desarrollo y la ayuda humanitaria,

para así explorar los límites de una visión asistencial

de la acción humanitaria en los contextos de conflic-

to de larga duración. En esta ocasión, esta debilidad

estatal también se refleja en la necesidad de coordi-

nar las iniciativas que las

organizaciones nacionales

e internacionales ya vie-

nen realizando en el país,

lo cual puede llevar a la

duplicación de esfuerzos

y, de manera proporcional,

minimizar los resultados

sobre el terreno. El caso

más reseñable se puede

hallar en la Organización

Internacional para las

Migraciones (OIM), que

con la financiación de

EEUU (USAID), realiza una

serie de proyectos que se

enmarcan en el Programa

de Revitalización y de la

Promoción de la Com -

prensión y de la Paz (PRE-

PEP, por sus siglas en

inglés). Aunque pueda parecer que la parcelación de

las actividades puede quedar, teóricamente, bien

delimitada, (la OIM realiza tareas de reconstrucción

física, mientras el PNUD realiza las de reconciliación)

las diferencias entre la cronología de implementación

de los proyectos (la OIM viene operando desde

2004), las fuentes principales de financiación (EEUU

para OIM y Canadá en el proyecto del PNUD), así

como la similitud de objetivos, puede llevar a una

duplicación inútil de esfuerzos que no hará más que

repercutir negativamente en las comunidades. Así
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pues, este desdoblamiento llevará a una sobreactua-

ción que lleva a la peligrosa esfera del asistencialis-

mo en esta materia. 

Por todo ello, la asistencia internacional debe ser

coherente, consistente e implementada por el

Gobierno haitiano siempre que sea posible. Esta asis-

tencia ha de ser enfocada a largo plazo, huyendo de

“estrategias de salida” a corto plazo para problemas

crónicos. Asimismo, se tiene que priorizar la creación

de mecanismos de mejora de la coordinación de la

ayuda desembolsada en el país, además del trabajo

de los diferentes Gobiernos, agencias internacionales

y ONG presentes en el país (Perito, 2007). 

Por otra parte, se detectan otras carencias en las

iniciativas de reducción de la violencia armada que

no se deberían dar en la acción humanitaria: la par-

ticipación local, la agenda del donante y la universa-

lidad de la ayuda. Aunque en Haití no haya existido

una amplia tradición de base comunitaria, buena

parte de las organizaciones locales reclaman una

mayor atención y la comunicación de estrategias y

resultados por parte de la comunidad internacional.

Un amplio conocimiento del contexto podría servir

para realizar un mapeo de cuáles son las principales

iniciativas que surgen desde la sociedad haitiana.

Una de las iniciativas de mayor prestigio en el ámbi-

to de la seguridad es la de la Campagne pour la

Réduction de la Violence en Haití9, aunque también se

hallan otras iniciativas que trabajan en ámbitos más

específicos: Justice et Paix, Réseau National des

Droits Humaines (RNDDH), CRESFED, Quisqueya

International Federation Development (QIFD), GRA-

MIR. Ejemplos como éstos sirven para visualizar las

distintas opciones que ofrecen algunas organizacio-

nes haitianas que, a pesar de presentar alternativas

de trabajo válidas, todavía no han sido contempladas

por la MINUSTAH. En definitiva, todas estas organi-

zaciones, incluidas las que cuentan con apoyo insti-

tucional, se pueden diferenciar de las organizaciones

locales y las de origen internacional que se implan-

tan en el país, aunque en ningún caso se debe obviar

la posibilidad de que haya organizaciones vinculadas

con los grupos armados. Un empoderamiento de la

esfera local resulta imprescindible para lograr un

consenso mayor sobre el concepto, los principios, los

valores y la práctica de la acción humanitaria.

En definitiva, más allá de tomar en consideración

los elementos que no deben ser extrapolables desde el

ámbito de la seguridad hacia la acción humanitaria,

Haití debe tomar una perspectiva de implementar una

aproximación de seguridad humana, es decir, una

estrategia integrada donde la reducción de la violen-

cia armada por medios coercitivos no siga siendo el

principal estandarte, sino que a su vez se debe facili-

tar unas mejores capacidades del Gobierno, para eva-

dirse de esta situación de fragilidad. Este hecho per-

mitiría llevar a cabo una estrategia descentralizadora

que llevaría a incrementar las capacidades de la pro-

ducción agrícola (de gran arraigo) y en consecuencia

una desmasificación de la capital. También conlleva-

ría una mejor estructura de servicios básicos por todo

el país y, en líneas generales, la percepción de mejo-

ra en el desarrollo por parte de la población local.

Como antes ya se ha comentado, habrá que añadir la

imperiosa necesidad de la creación de un Estado de

derecho en condiciones, pasando principalmente por

la reforma de los sectores policial y judicial.
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10 Categorías presentadas por Hernando Valencia Villa: una guerra metodológica es la guerra como fin en sí misma y una guerra programática
es aquella que tiene un programa con el que justifica y al que supedita la opción militar, (Valencia Villa, 1993). 

Acción Humanitaria en Colombia  

Víctor de Currea-Lugo, colaborador del IECAH.

1. Presentación

La crisis asociada al conflicto armado colombia-

no, en términos sociales, humanitarios y políticos,

es la más antigua de América Latina y una de las

más antiguas del mundo. Sin ser precisamente un

conflicto desconocido, no es tampoco un conflicto

que preocupe a la comunidad internacional, en

parte por no significar ni estratégica ni política-

mente un lugar tan relevante como otros conflictos

y en parte porque la comunidad internacional, al

igual que los colombianos, han aprendido a convi-

vir con este conflicto como algo “normal”. Es decir,

que no es una exageración llamarlo un “conflicto

olvidado”.

Parte de esa despreocupación o, por lo menos, la

falta de prioridad en la agenda internacional deriva

de lo poco que se sabe del conflicto colombiano. Es

un conflicto tan complejo como lo es Colombia, país

en el que cada región tiene su propia dinámica hasta

el punto que no es inexacto hablar de las

“Colombias” en plural. Además de la complejidad del

país, por supuesto no necesariamente más complejo

que otros, se suma la cronicidad del conflicto. La

guerra deja de ser programática para volverse meto-

dológica10; lo usual entre la población civil empieza

a leerse como “normal”, incluyendo en tal “normali-

dad” los crímenes de guerra y, aún más, los cambios

en el tiempo mismo, hacen que el abordaje del con-

flicto sea complicado por la excesiva cantidad de

información acumulada. En esta complejidad, hay

además del tiempo y la geografía, una considerable

cantidad de actores, los cuales no son uniformes en

su lógica, sino que cambian en diferentes períodos o

espacios del conflicto.



Otro elemento facilita la reducción del conflicto a

una hipótesis unicausal: el narcotráfico, o el argu-

mento de moda, el terrorismo, y un último elemento

a mencionar que hace que ni siquiera los países fron-

terizos con Colombia muestren una particular preo-

cupación por la crisis es que sucede esencial y casi

exclusivamente dentro de sus fronteras, y por tanto

no genera una desestabilización de la región.

Estos elementos introductorios, más que dar luces

sobre lo que sucede, muestran la necesidad de estu-

diar qué pasa. Ahora, el estudio de la situación

humanitaria en Colombia no es fácil tampoco, no

sólo por la complejidad del país y del conflicto, sino

porque no es una crisis que se resuelva solamente

con, por ejemplo, ayuda alimentaria. La crisis huma-

nitaria colombiana es aguda en la medida en que hay

una demanda diaria de necesidades que deben ser

cubiertas, y a la vez crónica debido a la acumulación

de años y años de necesidades básicas humanitarias

insatisfechas, olvidada. A nivel internacional

Colombia no es un país prioritario y a nivel nacional

los desplazados son negados como realidad.

Una última consideración es la percepción que se

tiene de lo humanitario. Para algunos, en Colombia lo

humanitario nada tiene que ver con el derecho huma-

nitario, entonces, la agenda de protección de los

civiles como un deber estatal de las partes del con-

flicto armado no figura en el debate; para otros sólo

tiene que ver la asistencia humanitaria clásica

(salud, alimentos, etc.), y entonces la protección de

derechos humanos como parte de la acción humani-

taria queda excluida; y para unos últimos, la acción

humanitaria debe extenderse en su agenda hasta

abordar la totalidad de los problemas colombianos,

con lo cual la agenda política del movimiento social

debe ser materia de las agencias humanitarias.

El presente trabajo empieza presentando una defi-

nición de lo humanitario, una breve y modesta pre-

sentación del contexto político (que no es el objeti-

vo fundamental en este trabajo), continúa con una

presentación de los afectados de la guerra y la res-

puesta humanitaria que se les otorga. Se menciona

luego el debate sobre la vigencia del Derecho

Internacional Humanitario (DIH) en Colombia y su

interpretación, para finalizar presentando el debate

sobre los límites de lo humanitario y, por supuesto,

las causas de la crisis humanitaria colombiana: una

crisis que no nace en la falta de alimentos o en la

presencia de un actor armado, sino que nace en las

causas últimas del propio conflicto.

2. Acción humanitaria como concepto
en Colombia 

Uno de los problemas de hablar de un concepto

universal como el de acción humanitaria en un con-

texto como el colombiano es que tiene, como todos

los contextos, percepciones y apropiaciones particu-

lares, es la tensión entre el consenso más o menos

logrado sobre, en nuestro caso, lo que es la acción

humanitaria y el cómo se usa en este caso específi-

co. Sucede, más o menos, con muchas nociones car-

gadas de valores y de subjetividades humanas: salud,

paz, libertad, etc.

En el caso colombiano, por ejemplo, los paramili-

tares que se desmovilizan reciben un salario durante

18 meses y a tal cuantía se le llama “ayuda humani-

taria”; es decir, cualquier política pública (discutible

como todas, pero más ésta) se llama humanitaria

porque beneficia a alguien, pero no toda política

pública por tener un beneficiario puede ser llamada

humanitaria; en este caso, es peor su uso porque la

mal llamada “acción humanitaria” está destinada a

los victimarios y no a las víctimas del conflicto arma-

do. La definición de la prensa, de la sociedad y del

Estado, se distancia de la noción académica de lo

humanitario.

Ese no es un problema solo colombiano. Uno de

los premios Oscar de cine, es llamado “humanitario” y

se otorga, por ejemplo, a los que han salvado pelícu-

las viejas de la destrucción, lo que es loable pero no

humanitario. Como creemos en lo humanitario, nos

oponemos a llamar a cualquier cosa con tal nombre.

También es relevante el énfasis que en Colombia

se daba a lo humanitario, ligado casi únicamente a
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tizar la Atención Humanitaria de Emergencia con la

finalidad de socorrer, asistir y proteger a la población

desplazada y atender sus necesidades de alimenta-

ción, aseo personal, manejo de abastecimientos,

utensilios de cocina, atención médica y psicológica,

transporte de emergencia y alojamiento transitorio

en condiciones dignas”11.

La expresión “una vez se produzca” conlleva que

no hay espacio para la prevención en la acción huma-

nitaria, esto se deriva de que el sistema institucional

creado para la asistencia a los desplazados (que no a

todas las víctimas del

conflicto) es una mala

copia del mal sistema para

la prevención de desas-

tres, en el cual la preven-

ción tampoco tuvo mucha

cabida. Como en el caso

de los desastres, lo que

subyace, es que el despla-

zamiento es un evento

“natural” frente al que

sólo queda esperar que

suceda.

En la norma citada

arriba, se crea una innece-

saria confusión entre ayu-

dar, asistir, socorrer y

atender, como si se trata-

ra de una diferencia sus-

tancial, mientras que la

palabra “proteger”, en

cambio, se desdibuja en el asistencialismo. Y el

intento por concretar los servicios a ofrecer, termina

por constituir una lista cerrada que, conociendo la

tradición colombiana, no será leída como una guía

para la acción sino como una insalvable barrera que

no se puede traspasar.

Y luego, la misma ley establece que la ayuda se

dará por tres meses, prorrogable excepcionalmente

durante tres meses más. Esto desconoce por comple-
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los acuerdos humanitarios y éstos referidos casi de

manera exclusiva, al intercambio entre personas

detenidas en las cárceles colombianas y personas

secuestradas y/o retenidas por la guerrilla en las

montañas; afortunadamente esta tendencia se ha ido

corrigiendo hacia una perspectiva más amplia.

En las elites del Gobierno colombiano, poco gusta

que la acción humanitaria traspase los límites de un

mandato minimalista, basado en la caridad, que men-

cione el DIH y que aborde el tema de la prevención;

a algunos de la izquierda no les gusta que exista una

acción humanitaria “no comprometida”, es decir, que

no abarque el cien por cien de la agenda política ni

que permita la instrumentalización de lo humanitario

a servicio de la causa de las izquierdas.

Esto no quiere decir que los humanitarios deban

cerrar los ojos ante la realidad política, quiere decir

que los humanitarios no deben ni pueden, sin renun-

ciar a su papel, cumplir con las tareas y demandas de

la lucha política. Una cosa es la acción humanitaria

políticamente informada (como debe ser) y otra la

acción humanitaria políticamente dirigida. Los desa -

parecidos son un asunto humanitario por las razones

humanitarias intrínsecas que implica este crimen, por

más que a las elites no les parezca un asunto huma-

nitario; por otro lado, la lucha por la mejora salarial

no lo es, por más noble que nos parezca y por más

que la izquierda espere que lo humanitario se com-

prometa en este sentido.

Lo humanitario es un fin en sí mismo que no pre-

gunta por el sujeto político en toda su dimensión.

Ahora, no todo lo que se hace a favor de un despla-

zado es “humanitario” ni todo lo no-humanitario es

malo y/o perverso. La lucha política que se desarro-

lla desde organizaciones de desplazados no es huma-

nitaria, pero no por no serlo es ilegal o inmoral. 

Para el Estado, lo humanitario está basado en su

propia formulación jurídica, en el caso de los despla-

zados forzados. Dice la ley colombiana que: “una vez

se produzca el desplazamiento, el Gobierno Nacional

iniciará las acciones inmediatas tendientes a garan-

Lo humanitario
es un fin en sí
mismo que no
pregunta por el
sujeto político
en toda su
dimensión.
Ahora, no todo
lo que se hace a
favor de un
desplazado es
“humanitario”
ni todo lo no-
humanitario es
malo y/o
perverso

11 Artículo 15, Ley 387 de 1997.



to lo que es un conflicto crónico a la vez que la inca-

pacidad del Estado de dar respuesta a las necesida-

des de reubicación y/o de retorno en menos de tres

meses. Los refugiados del Sahara Occidental (desde

1975 viviendo en campamentos en el sur de Argelia)

o en Palestina (ocupados desde 1967) muestran que

las necesidades humanitarias no se pueden delimitar

por decreto. En Colombia, en la tradición de crear

categorías “propias”, incluso se llega a lo retorcido

de diferenciar entre “atención inmediata” y “atención

de emergencia” diciendo que la primera es por 15

días y la segunda por tres meses, diferenciación

inútil e irrelevante. Recientemente, la Corte

Constitucional rechazó la noción de “ayuda por tres

meses” porque no corresponde con la realidad que

viven los desplazados12.

En el caso colombiano, como en la mayoría de

guerras y de las acciones humanitarias, aparecen

palabras-slogan: “perspectiva de género”, “enfoque

de derechos”, etc. El problema no es nombrarlo sino

llevarlo a la práctica. Con relación al enfoque de

derechos hay, por lo menos, dos espacios donde esto

debe materializarse: a) incorporar el componente de

protección de derechos humanos de las víctimas

como parte de la estrategia general de la acción

humanitaria y b) ofrecer la asistencia clásica con cri-

terios de universalidad e imparcialidad respetando la

dignidad de las personas; no se trata sólo de dar cur-

sos de derechos humanos a los desplazados sino de

garantizar, por ejemplo, la salud de acuerdo a una

concepción de la misma como derecho humano. 

Llama la atención que el modelo de asistencia a

las víctimas repite, hasta el cansancio, la necesidad

de un enfoque no asistencialista basado en los dere-

chos humanos, pero esto no es más que un discurso;

en la práctica la estigmatización niega por completo

la lógica de derechos y el pretexto de “no caer en el

asistencialismo” niega la ayuda material. Para hacer

más patética la situación, debe tenerse en cuenta el

doble rasero institucional entre los desplazados y los

desmovilizados de los grupos paramilitares. 

El problema lingüístico no es baladí. En cierta

ocasión el mismo ACNUR usó la expresión “desplaza-

dos interfronterizos” para referirse a personas que

cruzaron la frontera venezolana buscando protección;

el Gobierno venezolano sólo desde febrero de 2004

empezó a reconocer a colombianos que cruzan la

frontera como refugiados13. En este caso, no son

“desplazados interfronterizos” (categoría inexistente

en el derecho internacional) sino refugiados en toda

su dimensión política y jurídica. Pero éste es sólo un

ejemplo: figuras como “neutralidad activa” presentan

problemas políticos y jurídicos14. Pero al margen de

tales problemas lo que preocupa es la noción gene-

ralizada de que Colombia tiene un conflicto tan único

y tan especial que requiere un derecho humanitario y

una acción humanitaria tan especial que hace inapli-

cable normas generales.

Hay un ejemplo que ilustra el uso que se hace de

la palabra humanitario. En un apartado de un libro

sobre el conflicto colombiano se habla del “desmina-

do humanitario” (como si hubiera de otro tipo), para

más confusión lo adjetiva como: “desminado huma-

nitario de tipo transicional” y se propone incluso un

“desminado humanitario con diferenciación de géne-

ro, étnica cultural y generacional” (Villarraga

Sarmiento, 2005, p. 283). Esto podría ser válido para

la formación frente al tema, la atención a las vícti-

mas u otra de las variantes de la acción humanitaria

respecto a las minas, pero no para el desminado

como tal; este es un claro ejemplo del abuso del tér-

mino, abuso que poco ayuda y confunde mucho.

Otro ejemplo de lo semántico y lo humanitario

está en la definición de "actores armados", ya que

aunque hay algunos autores (muy pocos, eso sí) que

incluyen a los paramilitares, existen otros (menos

aún que los anteriores) que incluyen a las Fuerzas

Armadas; los hay quienes incluso aceptan la interac-
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ción, hoy innegable, entre el paramilitarismo y las

Fuerzas Armadas. Se ha llegado a dar el caso de

declaraciones de la misma Cruz Roja Colombiana en

las que se dice que la policía es “civil y neutral”15 y

por tanto cercana a la misma Cruz Roja. En el siste-

ma de alertas tempranas participan las Fuerzas

Armadas, el problema es ¿cómo pedir protección de

las Fuerzas Armadas a los desplazados cuando éstos

en conjunto con los paramilitares, son los principa-

les causantes de desplazamiento en Colombia?

Hay una confusión entre los “acuerdos humanita-

rios” a ser suscritos por las partes del conflicto arma-

do y las “demandas de humanización” que son las

exigencias de la población civil de respetar el DIH.

Salvo los casos de los Acuerdos de Maguncia (con el

Ejercito de Liberación Nacional) y el Acuerdo del

Nudo del Paramillo (con las Autodefensas Unidas de

Colombia) no hay, en rigor, una propuesta de huma-

nización del conflicto aceptada por las partes del

conflicto. 

3. Geografía de lo humanitario

Existe un concepto que es el del “espacio huma-

nitario”, pero éste no depende solamente de la geo-

grafía, ya que es un concepto no sólo físico sino rela-

cional, en el que se busca el respeto por el modo de

actuación característico de la acción humanitaria; es

decir, su orientación hacia las necesidades de las víc-

timas basada en principios y valores (Rey Marcos y De

Currea-Lugo, 2002).

Además existen ciertas zonas geográficas, áreas de

protección, reconocidas en el derecho internacional

humanitario. A nivel colombiano, las comunidades

han tratado de apropiarse de las categorías del dere-

cho humanitario (comunidades de paz, inicialmente

llamadas comunidades neutrales, zonas humanitarias,

etc.) en aras de garantizar su propia supervivencia.

Según el derecho humanitario, las “zonas neutra-

lizadas” o “zonas de protección” son consideradas

como zonas designadas por las partes de un conflic-

to para la protección de civiles16; las zonas desmili-

tarizadas reciben tal categoría por un acuerdo entre

las partes17, pero esas zonas no aparecen como tal

en el caso de conflictos armados internos. Ahora,

¿podríamos negar el carácter de bien protegido a una

zona organizada no por las partes de un conflicto

interno, sino por la propia población por una simple

formalidad jurídica? 

Ya hay ejemplos de aplicación laxa de tales nor-

mas en aras de proteger a víctimas de los conflictos,

como es el caso de la “Red Cross Box”, acordada

entre Gran Bretaña y Argentina en la Guerra de las

Malvinas (una zona sanitaria delimitada en el océa-

no) y las denominadas “zonas seguras” establecidas

por las Naciones Unidas en Bosnia-Herzegovina.

Incluso, en el caso de conflictos internos, con

relación a las “acciones de socorro”, el Protocolo II,

artículo 18, dice: “La población civil puede, incluso

por propia iniciativa, ofrecerse para recoger y cuidar

los heridos, enfermos y náufragos”, por tanto, no es

descabellado afirmar que, en el caso colombiano, las

comunidades que han declarado áreas particularmen-

te vulnerables como “zonas humanitarias” recogen el

espíritu del Derecho Internacional Humanitario, al

punto que el Sistema Interamericano de Derechos

Humanos así lo ha ratificado (marzo de 2005) como

un mecanismo de protección de personas civiles.

Dicho esto, no puede verse como una herejía, llamar

“zona humanitaria” a las zonas establecidas por

población civil en estos casos, aunque no es precisa-

mente un uso ortodoxo de la expresión.

Esto no quiere decir que otro poblado o asenta-

miento habitado por civiles, al no ser una “zona

humanitaria”, pueda ser objeto de ataques, ya que no

toda zona no humanitaria es, por descarte, objetivo

militar. Se trata de comunidades de civiles que han
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jugado con nominaciones locales, entre las que entra

la palabra humanitario, sin que haya un uso perverso.

Por otro lado, la denominación de “zona humani-

taria” puede ser un arma de doble filo: parece un ele-

mento de protección pero, la verdad es que permite

su descalificación una vez la comunidad allí asenta-

da busca hacer uso de sus derechos constitucionales

más allá de lo humanitario; es decir, se le puede des-

calificar diciendo que “no son neutrales” y que des-

arrollan actividades “políticas”. 

Es el caso de las llamadas “comunidades de paz”

como San José de Apartadó y San Francisco de Asís,

que han incluso desarrollado códigos internos

(Reglamento Interno y Reglamento General, respecti-

vamente) para mejorar la convivencia de acuerdo a

principios del derecho internacional y la condición de

civiles18. Su eje central es preservar la calidad de

civiles de los miembros de su comunidad, tanto en el

fondo como en las formas. Y más allá, reconstruir la

comunidad, algo que es más que humanitario, muy

loable, pero frente a lo cual la palabra humanitario se

queda corta. 

Otro espacio geográfico de lo humanitario son los

cinco “Centros Humanitarios y Comunitarios” en el

río Atrato, donde se ofrece ayuda humanitaria. Éstos

fueron creados después de la masacre de Bojayá

hecha por las Fuerzas Armadas Revolucionarias de

Colombia (FARC). Son una respuesta al desplaza-

miento forzado hacia Quibdo, la capital de Chocó. En

ellos juega un papel fundamental la iglesia y las mis-

mas comunidades, pero allí hay también una apuesta

política por la paz, que no por política (salida nego-

ciada al conflicto armado) lo que desdice del carác-

ter humanitario a tales sitios. Igual, el ejercicio de

sus derechos políticos (por ejemplo, exigir la titula-

ción colectiva de tierras a comunidades negras, reco-

nocido en la Constitución) no es neutral, pero es que

las víctimas no tienen que ser neutrales, les basta ser

civiles. La idea es permanecer en su propia tierra,

rechazar el desplazamiento, evitar el desmembra-

miento de la comunidad, mantener la organización

comunitaria y mantener procesos productivos19.

4. Otros usos de lo “humanitario”

La respuesta a las necesidades humanitarias en

Colombia tiene un esquema que empieza a preocu-

par: abundan los comités y los protocolos, hay un

sistema para la atención a desastres, otro similar

para atender desplazados, una mesa interinstitu-

cional para el análisis del problema de la tierra,

una comisión para la búsqueda de desaparecidos, y

una multitud de siglas. Tantas comisiones como

tipos de crímenes, y asimismo protocolos y agen-

das, planes nacionales, normas en exceso. ¿Qué

tiene todo esto de malo si la moda es lo interinsti-

tucional, multidisciplinario, participativo y pluri-

dimnensional? Que el medio se ha ido convirtiendo

en el fin, y la dinámica burocrática “humanitaria”

no logra servir para lo que fue creada: dar ayuda

oportuna y eficiente; la burocracia humanitaria se

pierde en un mar de siglas; lo humanitario deja de

ser un fin en sí mismo, así humanitario es cualquier

cosa y nada.

Además, los actores armados (definición que,

salvo que se explique lo contrario, incluye induda-

blemente a las Fuerzas Armadas), tratan de justificar

sus acciones incluso reinterpretando el derecho

humanitario según sus conveniencias, algunas veces

con el argumento simplista de que el conflicto

colombiano es tan “particular” que por tanto reque-

riría un derecho internacional “particular”, argumen-

tación tramposa y carente de bases sólidas, y que

conduce a una peligrosa “colombianización” del dere-

cho humanitario (De Currea-Lugo, 2007). El grave

problema es la confusión que generan para la aplica-

ción, por ejemplo, del principio de distinción: 
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“salta a la vista la complejidad que reviste para

los actores de la guerra establecer la distinción

clara entre combatientes activos, combatientes

pasivos, simpatizantes activos más simpatizantes

pasivos, auxiliadores, informantes, proveedores,

estafetas, recaudadores de impuestos, extorsionis-

tas, transportadores, asesores, comisionistas,

benefactores, promotores, encubridores, etc. y el

resto de la población civil” (Autodefensas Unidas

de Colombia, 1997, p. 11).

Las víctimas tienen derecho a la asistencia, las

personas tienen derechos humanos más allá de la

asistencia humanitaria, los ciudadanos tienen dere-

chos más allá de su posición política. Por ejemplo,

para la Defensoría del Pueblo, las manifestaciones de

los desplazados son “movimientos de carácter esen-

cialmente político-humanitario que pretenden hacer

visible ante la comunidad nacional e internacional la

situación (...). Desafortunadamente, gran parte de

los líderes de estas movilizaciones han sido asesina-

dos posteriormente o han tenido que huir...”

(Defensor del Pueblo, 2004, p. 136).

La descripción de las consecuencias es correcta,

pero no la caracterización de “político-humanitario”,

ya que no todo lo que hacen los desplazados es huma-

nitario ni tampoco todo lo que demandan. Ellos siguen

siendo personas con derechos civiles y políticos con

todo el derecho a ejercerlos, por lo que reducir sus

demandas a lo “humanitario” es relativizar su ciuda-

danía. Los desplazados tienen derecho a protestar y no

por eso son menos desplazados. Preci samente protes-

tan pidiendo más allá de una asistencia humanitaria

porque lo humanitario, por definición, no hace políti-

ca pública, política pública que puede ser demandada

por cualquier ciudadano, sea o no desplazado. En la

confusión entre lo político y lo humanitario, ambas

pierden: lo humanitario porque se malogra su fin en sí

mismo, lo político porque se restringe a pedir ayuda.

Otro sesgo a mencionar es la convicción, no sólo

en Colombia, de que la acción humanitaria tiene que

ver con la construcción de la paz; eso es cierto sólo

en la óptica de que todo tiene que ver con todo, en

rigor no es así. Lo que se le pide a los humanitarios

es que hagan su labor de protección y de asistencia

bien; eso por supuesto puede alimentar los espacios

de paz, la lucha contra la pobreza, la conciencia

social, etc., pero tales espacios, luchas y conciencias

no son de la agenda ni de los fines y ni siquiera de

las prioridades de lo humanitario, son efectos secun-

darios positivos y loables, pero no buscados. Más

aún, se pide que el humanitario sea pacifista cuan-

do, en rigor, no se puede aceptar el derecho humani-

tario (las reglas de regulación de la guerra) y a la vez

ser pacifista. No se puede regular algo y rechazar ese

algo al mismo tiempo.

Por último, hay que mencionar la acción humani-

taria referida, por no decir reducida, al desarrollo

legal. En Colombia el desplazamiento forzado es un

delito, así como los crímenes de guerra, y existe, sin

duda, el desarrollo legal más alto del mundo en

materia de protección a los desplazados, el texto nor-

mativo desarrolla y sobrepasa con creces los princi-

pios y las recomendaciones internacionales en mate-

ria de acción humanitaria particularmente para los

desplazados, pero la esquizofrenia entre la norma y

su implementación es, para decirlo de manera breve,

absoluta (Guego, 2006). La acción humanitaria no es

sólo una propuesta normativa sino una aplicación

práctica de tales principios jurídicos.

5. Caracterización de la crisis
colombiana 

En Colombia hay desnutrición pero no hay ham-

bruna, no hay un problema de acceso a fuentes de

agua y la producción de alimentos podría ser más que

suficientes para las necesidades de las víctimas. El

problema central en materia de acción humanitaria

es de protección; no se trata de una crisis humanita-

ria en el sentido clásico por falta de garantía de

necesidades básicas sino principalmente por la situa-

ción de derechos humanos, crisis en la que la pobre-

za es un elemento esencial en la caracterización de

la vulnerabilidad de las personas.
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Son pocos los teóricos que definen a Colombia

como un “Estado frágil”20; el Estado colombiano no

es un Estado que no pueda, sino que es un Estado

que no quiere. Colombia cuenta con instituciones y

recursos suficientes: por ejemplo, es el principal

donante del Programa Mundial de Alimentos para el

caso colombiano, lo que sería impensable en el con-

texto africano: que el país asistido sea el financiador

de su propia ayuda. En palabras de Iván Cepeda “el

Estado ha sido débil para garantizar la democracia y

los derechos de la población. Y ha sido fuerte para

favorecer, invariablemente, los mezquinos intereses

privados y corporativos” (Cepeda, 2007).

Colombia cuenta con un entramado institucional

fuerte y con una capacidad de ejecución que se

observa, por ejemplo, en su capacidad recaudadora

de impuestos, la capacidad de detener personas, de

realizar operaciones militares, de desarrollar indus-

trias extractoras importantes. Otra cosa es que el sis-

tema impositivo sea injusto, que la capacidad de

captura esté sesgada en contra de los líderes sindi-

cales y a favor de los paramilitares o que la capaci-

dad del estado social sea deliberadamente frágil. 

En relación con lo anterior, el conflicto colombia-

no no es sólo un “conflicto armado”, reducido a la

confrontación entre unas partes armadas (el Estado y

los grupos armados organizados); es un conflicto que

tiene unos antecedentes tales como la histórica

exclusión política y la injusticia social.

5.a. Posición del Gobierno, Uribe frente a
la crisis

La victimización del Estado, como discurso, no es

una novedad. Desde hace décadas el Estado colom-

biano se presenta en los foros internacionales como

víctima de unas guerrillas a las que presenta como

terroristas (sin reconocer las causas sociales, políti-

cas y económicas del conflicto armado), de unos

paramilitares (negando todo vínculo entre las Fuerzas

Armadas y estos grupos, vínculos sobradamente

demostrados), de unos narcotraficantes (descono-

ciendo los niveles de infiltración e incluso de finan-

ciación de campañas políticas por parte de los cárte-

les). No hay el más mínimo asomo de autocrítica. 

Incluso, el debate de los números de las víctimas

es una constante. El Gobierno niega que haya tantos

desplazados, resta importancia a la desaparición, jus-

tifica las detenciones arbitrarias, etc., en resumen,

maquilla las cifras. Es cierto que disminuyeron las

masacres, pero los asesinatos “gota a gota” se man-

tienen; disminuyó el número de secuestros, pero

aumentó el de detenciones arbitrarias. 

Un ejemplo contundente es el relacionado con el

número de sindicalistas asesinados. Dice Uribe:

“Cuando este Gobierno empezó, Colombia había teni-

do años en los cuales asesinaban, 126, 168, 200

integrantes de organizaciones de trabajadores por

año. Todavía no hemos llegado a cero, como quisié-

ramos decirle al mundo, pero este año ha muerto ase-

sinado un trabajador sindicalizado del Inpec

(Instituto Nacional Penitenciario de Colombia), y

todo indica que no fue por razones relacionadas con

su tarea sindical”. Pero lo cierto es que a mediados de

mayo ya habían sido asesinados 10 sindicalistas. En

rueda de prensa (abril de 2007) Uribe sostuvo que en

2006 fueron asesinados 25 sindicalistas, cuando real-

mente fueron 71, incluso 4 más que en 2005

(Colectivo de abogados, 2007). Si la actual situación

es culpa de los “grupos violentos”, si no hay una vio-

lación sistemática de derechos humanos, si hay

democracia, es fácil concluir que en Colombia no hay

un conflicto armado (como lo sostiene Uribe21) y que

no hay tampoco crisis humanitaria. Según éste, “las

limitaciones de la democracia en Colombia no son

limitaciones derivadas del Estado, son limitaciones

impuestas por los violentos” (Uribe, 2003). Esta pos-

tura la ha mantenido a lo largo de todo su gobierno:

“Ésta no es una guerra. Este no es un conflicto. Esta
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21 COLOMBIA: ‘Lineamientos para el enfoque de los proyectos de cooperación internacional’, junio de 2005.



es una democracia garantista al servicio de 44 millo-

nes de ciudadanos, desafiada por unos terroristas

ricos” (Uribe, 2003b).

Las organizaciones que trabajan, o bien en pro-

tección de las víctimas del conflicto armado o bien

en derechos humanos, son sistemática y categórica-

mente presentadas como auxiliares de la guerrilla, en

el pasado o como tapaderas de terroristas, en clave

de nuestros días, incluyendo organizaciones interna-

cionales como Amnistía Internacional o Human

Rights Watchs. Esta postura es clara y pública desde

el presidente hacia abajo: 

“... observo también escritores y politiqueros

que finalmente le sirven al terrorismo y que se

escudan cobardemente en la bandera de los dere-

chos humanos. Les da miedo confesar sus aspira-

ciones políticas y entonces tienen que esconderse

detrás de la bandera de los derechos humanos (...)

cuando los terroristas empiezan a sentirse débiles,

inmediatamente envían a sus voceros a que hablen

de derechos humanos. Muchas de esas críticas las

han tomado de la página de Internet de las FARC.

No tienen vergüenza ni limitaciones. Sacan libros

en Europa sobre rumores y calumnias. Ellos saben

que su única arma es la calumnia que hipócrita-

mente se esconde detrás de los derechos humanos.

Estos señores pueden saber que aquella determina-

ción de derrotar al terrorismo y a sus secuaces, que

una de nuestras decisiones políticas es aislar el

terrorismo y que para aislarlo vamos a capturar a

todos aquellos que delinquen por complicidad o

por ocultamiento” (Uribe, 2003b).

Cerrado el círculo de la teoría del terrorismo

financiado por el narcotráfico, la situación humani-

taria se vuelve marginal, no sólo para el Estado sino

desafortunadamente también para una sociedad que

ha reelegido a Uribe y que asume la violencia cró-

nica, como algo normal, como algo natural, parte

del paisaje, mientras la dinámica individual cotidia-

na resta aún más el tiempo para pensar la crisis

colombiana.

6. La respuesta humanitaria 

La acción humanitaria debería responder tanto a las

necesidades de protección como de asistencia humani-

taria, pues la asistencia desligada de la protección no

sólo es insuficiente sino ingenua, es más funcional a la

impunidad. Incluso, debe preguntarse por fases poste-

riores a la emergencia. El retorno o la reubicación de

desplazados implica acción humanitaria, pero más que

simple ayuda debe apuntar a garantizar soluciones jus-

tas y duraderas.

En Colombia, se sufre

de problemas comunes a

muchos conflictos y gene-

rales de la acción humani-

taria: a) reemplazo de los

derechos humanos por

ayuda humanitaria (Pales -

tina), cronificación de la

ayuda y desarrollo de

dependencia (Sahara Occi -

 dental), dictadura de la

factura y tiranía del indi-

cador (ONG y donantes

internacionales), ausencia

de accountability, crisis

general de aplicación del

DIH (Afganistán, Pales -

tina), ayuda humanitaria

como una “política de

sustitución” de otro tipo

de política exterior (caso

de la Unión Europea), instrumentalización de lo

humanitario (Acción Social), militares desarrollando

“acciones humanitarias” (acciones cívico-militares).

Para los colombianos la acción humanitaria impli-

caría varias áreas:

a) un área asistencial de emergencia: salud, albergue

provisional y nutrición;

b) un área asistencial no de emergencia: que incluye

integración al sistema de salud; educación, solu-

ciones de vivienda y generación de ingresos;
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c) un área de protección: de la vida y la libertad de

las personas, la integridad física, y acompaña-

miento a los retornados;

d) un área de acompañamiento jurídico: verdad, jus-

ticia, reparación y garantía de no repetición, reco-

nocimiento jurídico, derecho a la propiedad y

derecho al retorno en condiciones de seguridad y

dignidad. Esta acción humanitaria en el caso de

los desplazados debería tener tres momentos de

intervención: a) la prevención del desplazamien-

to; b) la protección a los desplazados; c) la bús-

queda de soluciones justas y duraderas.

La financiación de las ONG (tanto nacionales

como internacionales) impone agendas, y quedando

las cosas políticas bajo el apartado de “recomenda-

ciones”. En 2004, el Estado filtró todos los proyectos

del Laboratorio de Paz del Nororiente Antioqueño,

amparándose en que el donante (la Unión Europea)

decidió que el Estado participara en el diseño de los

proyectos. Las nuevas versiones de los proyectos no

hablan de conflicto armado, ni de salida política del

conflicto. Incluso, se ha concluido, por parte de ONG

colombianas, que el retraso en los desembolsos es un

mecanismo de control político por parte de algunos

donantes22.

Hay un sesgo que debe mencionarse, una cierta

idealización generalizada de las condiciones previas

de vida de las personas desplazadas, con lo cual pare-

ciera que vivían en el Edén y fueron expulsadas de

allí por quienes hacen la guerra. Las implicaciones

humanitarias de esta errónea noción es que bastaría

el regreso al paraíso perdido para cumplir la tarea

humanitaria, desconociendo las necesidades humani-

tarias, de supervivencia, antes del desplazamiento.

Un dilema a mencionar es la ineludible tensión entre

el pobre que no se desplaza y que vive en los barrios

receptores de los otros pobres que son desplazados. Esto

genera una competencia por los recursos humanitarios

entre “pobres-desplazados” y “pobres-no-desplazados”,

lo que favorece el establecimiento de mecanismos buro-

cráticos de “control” de la ayuda (filtros), exclusiones y

satanización del desplazado (discriminación). Los des-

plazados ricos (que los hay, principalmente por las accio-

nes de chantaje y secuestro de las guerrillas) son otra

cosa, ellos no requieren ayuda humanitaria, tienen recur-

sos propios. Esto confirma que hay un componente de

clase en las víctimas en Colombia.

Un último hecho general a mencionar es la vieja

tendencia del ejército colombiano, las llamadas “ope-

raciones cívico-militares” muy en la línea de lo que se

conoce como las operaciones humanitarias llevadas a

cabo por el Ejército, lo que en realidad no son opera-

ciones humanitarias (De Currea-Lugo, 2003). Dichas

operaciones “se enmarcan dentro de la política de

seguridad democrática de militarización del territorio y

de participación de la población civil en tareas de

seguridad (...), la fuerza pública realiza funciones que

no le son atribuidas por la Constitución Política y que

disfrazan acciones militares como acciones humanita-

rias. Servicios como los de medicina general, cirugía y

peluquería deberían ser prestados por entidades civi-

les” (Comisión Colombiana de Juristas, 2006, p. 436-

437). El Gobierno desarrolla una ley que cierra hospi-

tales y luego manda sargentos para que saquen las

muelas de los campesinos, y a eso le llama acciones

sociales. Luis Carlos Restrepo, Alto Comisionado de

Paz, lo refirió de otra manera: “Mi oficina, por ejemplo,

capacitará a los soldados de apoyo en solución pacífi-

ca de conflictos, tolerancia y convivencia”. Los solda-

dos usando la paz y los civiles envueltos en la guerra.

Podemos ubicar ciertos momentos centrales en la

atención a los desplazados: 1995, cuando los despla-

zados son reconocidos gracias al estudio publicado

por el Episcopado Colombiano; 1997, promulgación

de la ley 387; 2000, promulgación de otra ley; 2001,

reconocimiento del desplazamiento forzado como

delito en el Código Penal (artículo 15923); 2004, la
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23 “Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado y sin
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sión (...) e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas...”



sentencia de la Corte Constitucional T-025; 2004, el

Sexto Informe de la Procuraduría sobre el (in)cum-

plimiento de la sentencia constitucional citada.

En general, se puede concluir, que la ayuda huma-

nitaria estatal es considerablemente exigua, y por

tanto incompleta, es sesgada, llega tarde, tiene una

lógica de caridad más que una lógica de derecho,

está altamente burocratizada.

Hay un debate sobre la naturaleza y calidad de los

esfuerzos hechos por el Gobierno para cumplir sus

deberes para con las víctimas del conflicto armado.

“Mientras el país le dedica la décima parte de su pre-

supuesto anual a la guerra (unos 10 billones de

pesos), apenas el 0,42% va para la atención de una

crisis humanitaria”24. Otras fuentes tratan de fijar de

distinta manera la responsabilidad de la falta de una

acción humanitaria adecuada: “La política humanita-

ria del Gobierno ha enfrentado muchas dificultades,

en gran parte debido a la magnitud de la crisis, la

falta de capacidad del Estado, la renuencia a desviar

recursos fiscales del sector militar hacia los progra-

mas sociales, y la amplia brecha entre la planifica-

ción de políticas y la realidad” (ICG, 2003), se citan

problemas de presupuesto y barreras burocráticas

pero la realidad es otra y un poco más simple: no hay

voluntad política.

7. La mirada de las víctimas 

7.a . La definición de víctima: más allá del
pasivo receptor

Mucho se discute sobre si las personas afectadas

deben llamarse víctimas, beneficiarios, potenciales

beneficiarios, sujeto-objeto de la acción humanita-

ria, desplazado o en situación de desplazamiento, o

simplemente afectados. Este debate nominal no es

tan relevante como lo que encierra: si se trata de per-

sonas que continúan siendo sujetos de derechos civi-

les y políticos o no; mejor dicho: si los desplazados

para seguir siendo tales deben tener una actitud de

“víctima” y de víctima buena. Los desplazados no son

las únicas víctimas del conflicto, aunque sí las más

numerosas (también están los desaparecidos, los

confinados, etc.) pero se ha hecho una especie de

ecuación “víctima igual a desplazado”. 

¿Cómo llamar a la persona afectada por un con-

flicto armado? Cada palabra usada hasta ahora gene-

ra dudas y debates. Algunos usamos la palabra vícti-

ma, criticada por reducir la persona a una condición

de casi vulnerabilidad permanente, de rotular a las

personas en base a sus problemas, no en base a sus

capacidades; además de

que en su origen esta

palabra elude al sacrifi-

cio como destino; otros

prefieren la palabra

beneficiario, con el pro-

blema de reducir el total

de los afectados a aque-

llos beneficiados de los

programas de atención;

la palabra receptor es

menos usada e incompa-

tible con una visión

activa de los afectados;

la palabra damnificado

es más usada en rela-

ción con los desastres,

pero tiene un matiz

neutro que no ayuda a

la percepción de la existencia de responsables; es

decir, hasta hoy, ninguna palabra llena todas las

expectativas ni genera consenso. 

Aunque víctima no es la palabra más adecuada, es

de la que tenemos una definición consensuada, por

lo menos en Naciones Unidas. Según Naciones Unidas

“ (...) se entenderá por víctima a toda persona que

haya sufrido daños, individual o colectivamente,

incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento

emocional, pérdidas económicas o menoscabo sus-
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tancial de sus derechos fundamentales, como conse-

cuencia de acciones u omisiones que constituyan

una violación manifiesta de las normas internaciona-

les de derechos humanos o una violación grave del

derecho internacional humanitario. Cuando corres-

ponda, y en conformidad con el derecho interno, el

término ‘víctima’ también comprenderá a la familia

inmediata o las personas a cargo de la víctima direc-

ta y a las personas que hayan sufrido daños al inter-

venir para prestar asistencia a víctimas en peligro o

para impedir la victimización (...) Una persona será

considerada víctima con independencia de si el autor

de la violación ha sido identificado, aprehendido,

juzgado o condenado y de la relación familiar que

pueda existir entre el autor y la víctima”25.

En el caso de la desaparición forzada, la víctima

no es sólo la persona desaparecida. “Las personas

desaparecidas o dadas por desaparecidas son aque-

llas de las cuales sus familiares no tienen noticias o

cuya desaparición ha sido señalada, sobre la base de

información fidedigna, a causa de un conflicto arma-

do (internacional o sin carácter internacional) o de

violencia interna (disturbios interiores y situaciones

en las que se requiera la actuación de una institución

y de un intermediario específicamente neutrales e

independientes). Los términos familia y familiares se

entenderán en el sentido más amplio y engloban

tanto a parientes como a amigos íntimos, teniéndo-

se además en cuenta el contexto cultural”26.

Este problema de la denominación de la víctima

en la desaparición forzada es grave en Colombia, las

víctimas deben luchar para explicar que no son per-

sonas “extraviadas” ni “muertos en combate”. La

sociedad presupone un “algo” de culpa en el desapa-

recido, no así en el secuestrado. Un familiar decía

“no es lo mismo decir ‘desaparecieron a mi tío’ que

decir ‘secuestraron a mi tío’, si hubiera dicho lo

segundo la gente hubiera sido más tolerante”

(ASFADDES, 2003, p. 250).

En Colombia, como en otros lugares, hay una per-

versa idea de que la víctima tiene que tener ciertos

requisitos para ser aceptada como tal, más allá de

ser una persona afectada directa ó indirectamente

por un conflicto armado o un desastre. Se espera que

tal persona se ajuste a un estereotipo: mejor si es

pobre, mujer y negra, como el enfermo perfecto que

definía, de manera irónica David Cooper (Cooper,

1981, pp. 87-127). Esto se observa desde la publici-

dad de las ONG hasta la imagen que tenemos del des-

plazado y el comportamiento que esperamos de éste.

Pero en ese icono de la víctima es excluido, perver-

samente, el torturado (entre otros); además parece

que la víctima debe sufrir pasivamente las conse-

cuencia de una guerra, neutra en su dolor, esperan-

do la ayuda. 

Como entendemos que la acción humanitaria

incluye un componente de protección, muy impor-

tante en el caso colombiano, la “víctima colombia-

na” (si hubiera algo llamado así) no es igual al afec-

tado por un terremoto. En general, consideramos a

las personas como sujetas de derechos para la ayuda

humanitaria (comida, salud, etc.), pero tenemos

necesariamente que aceptar que la víctima es pose-

edora también de los llamados derechos civiles y

políticos y, por tanto, no es menos víctima por tener

una opinión política o una labor militante. Si acep-

tamos que un combatiente paramilitar herido, una

vez fuera de combate, es sujeto de ayuda humanita-

ria, ¿por qué no puede serlo el sindicalista detenido

o el líder campesino torturado? 

La tendencia general es que víctima en Colombia

no es “afectado por la guerra”; es “el afectado por la

guerra que me importa” ya sea por ser conocido o

por compartir opciones políticas. Éste es uno de los

graves problemas no sólo de la acción humanitaria

sino de la construcción de justicia social; no hay, en

general, una mirada social a la víctima como tal, no

hay consenso sobre los principios de humanidad, hay

25 “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos huma-
nos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”, Resolución aprobada por la
Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 2005.

26 Informe del CICR: Las personas desaparecidas y sus familiares. Resumen de las conclusiones de consultas anteriores a la Conferencia
Internacional de expertos gubernamentales y no gubernamentales (del 19 al 21 de febrero de 2003).



pasiones en torno a la lectura de los delitos y de los

delincuentes, basta mencionar el respaldo abierto de

ciertos sectores de la sociedad al paramilitarismo.

Pero ser víctima, ni da necesariamente la razón ni

niega el derecho a ser ciudadano. Estos dos mitos se

observan en el caso colombiano; el debate sobre la

legitimidad de las organizaciones de víctimas y, por

ende, la “razón” de las víctimas es un debate muy

fuerte al interior de las Madres de la Candelaria27; la

negación de los derechos civiles de los desplazados

es una constante en las autoridades que asumen,

como tendencia mayoritaria, que los desplazados tie-

nen derecho a la ayuda y no derecho al derecho.

7. b. Las víctimas de la guerra en
Colombia

No hay una víctima “tipo” y, por tanto, no hay

una vocería única de las víctimas, ni se puede decir

que una víctima es más representativa (más victima,

si se quiere) que otra; menos aún para la ayuda

humanitaria donde el principio de imparcialidad

demanda un trato igual para las víctimas, sean éstas

resultado de la acción del Estado o de los grupos

insurgentes. Un debate que sobrepasa este trabajo es

el si las víctimas, por el solo hecho de serlo, son

poseedoras de un análisis especial y, por tanto, tie-

nen derecho a una interlocución especial o a que se

les suponga poseedores de la verdad.

Ahora, dentro del espectro de las víctimas en

Colombia, sobresalen varios ejemplos organizativos,

unos más políticos, otros más anclados en lo reacti-

vo, unos más demandantes del Estado, otros centra-

dos en los crímenes de guerra de la insurgencia, etc.

Para efectos académicos, y solo académicos, pode-

mos organizar las víctimas en los siguientes grupos:

a) Las asociaciones de familiares de los detenidos-

desaparecidos. Dentro de estas organizaciones, la

primera y más desarrollada políticamente es la

Asociación Colombiana de Detenidos-

Desaparecidos (ASFADDES), nacida en 1982; otra,

más reciente y con dos tendencias en su interior

es Las Madres de la Candelaria. 

b) Las asociaciones contra las acciones de los grupos

armados insurgentes: el Comité Nacional de

Víctimas de la Guerrilla “VIDA”, la Asociación de

Familiares de miembros de la Fuerza Pública,

Retenidos y Liberados por grupos guerrilleros, y la

Fundación País Libre. Incluimos esta última bajo

este apartado porque su labor es fundamental-

mente, pero no exclusivamente, contra el secues-

tro, sin mencionar los desaparecidos, además de

su clara política antisubversiva e incluso a veces

pro-gubernamental.

c) Las diferentes organizaciones de personas vícti-

mas del desplazamiento forzado; se calcula que

pueden superar el millar de organizaciones, pero

su representatividad es marginal teniendo en

cuenta la cifra general de desplazados.

d) Las organizaciones de derechos humanos que son,

a la vez, defensoras de las víctimas y víctimas

directas precisamente por defender a otras vícti-

mas. Aquí vale anotar experiencias como la de la

“Corporación Jurídica Libertad” y los sindicatos

que son, por definición, organizaciones de dere-

chos humanos.

e) El Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes

de Lesa Humanidad y la Fundación Manuel Cepeda

Vargas, dos organizaciones más de intelectuales

que de víctimas de a pie, pensadas como centros

de análisis más que como movimientos sociales

(pero sin renunciar a esto último), que tratan de

reconocer la diversidad de víctimas del conflicto

armado; vale la pena recalcar que los intelectuales

no necesariamente son menos víctimas.

Además de esta arriesgada clasificación, hay víc-

timas de la violencia estructural (pobreza, discrimi-

nación institucional de negritudes e indígenas) y víc-

timas de la violencia cultural (“limpieza social” con-
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tra indigentes y trabajadoras sexuales pobres, homo-

sexuales, etc.), pero ninguno de estos dos grupos

será examinado aquí.

Las víctimas de la violencia directa han tenido una

historia paralela al conflicto armado, calladas y nega-

das, como el conflicto mismo, y sometidas a todo tipo

de dudas sobre su autenticidad. En general les une

una tendencia: en cuanto una víctima se asume suje-

to político es inmediatamente estigmatizada.

En los años 80, ante los múltiples casos de des-

aparición forzada, nace ASFADDES como una organi-

zación que significa el paso de la acción sentimental

a la acción política: “pues como la gente no se eva-

pora de manera mágica, entonces el problema no se

resuelve con misas”28. Según ASFADDES, el principal

responsable de las desapariciones es el paramilitaris-

mo, pero quien ordena las desapariciones, desde

antes de la creación de las formas actuales de para-

militarismo, es el Estado; es decir, no es una acción

aislada criminal de los paramilitares, es el resultado

de una política de Estado. En el mismo sentido se

entiende el hecho de que a las víctimas familiares de

los desaparecidos se les juzgue como insurgentes.

Ésta es una constante para el análisis de las víctimas

de violaciones de derechos humanos en Colombia:

uno, son afectados por una política masiva, sistemá-

tica y deliberada, y dos, sus reclamaciones judiciales

y/o políticas al respecto son presentadas como parte

de una estrategia de la subversión. 

ASFADDES considera que la desaparición es una

estrategia del Estado, tanto selectiva contra oposito-

res del régimen, como generalizada para generar

terror entre la población (ASFADDES, 2003, pp. 164-

169). La lucha de las víctimas contra este delito es un

reto más a dicha estrategia estatal, por eso las insti-

tuciones del Estado perpetúan la impunidad median-

te una serie de estrategias como: bloqueo a la bús-

queda de información, dificultades para denunciar,

manipulación de las denuncias, falta de respuesta

sobre investigaciones, conversión de la víctima en

culpable, asesinato de investigadores, marco legal

restrictivo, amenazas a testigos, ocultación y/o des-

trucción de pruebas, y paso de los casos a la justicia

penal militar (ASFADDES, 2003, pp. 201-213). La pri-

mera tarea de estas víctimas es evitar que desaparez-

can el mismo hecho de la desaparición. Es decir, esta

primera expresión organizativa de las víctimas no

pide ni espera ayuda humanitaria sino justicia.

El debate sobre la naturaleza de la insurgencia

armada y del delito político aplazó un hecho real: las

violaciones del Derecho Internacional Humanitario

por parte de las guerrillas. Tales violaciones al DIH

correspondieron a una dinámica más sistemática y

deliberada en los años 90, una vez la guerrilla pierde

apoyo exterior y se adentra en sus relaciones con el

narcotráfico. La noción de víctima del conflicto por

acciones de la guerrilla es de pocos años atrás.

En este sentido, la Fundación País Libre, del

actual vicepresidente Santos, da un rostro a las víc-

timas de la violencia en Colombia pero a un solo tipo

de víctimas (relacionadas con el secuestro) y frente

a un solo tipo de victimarios (la guerrilla). En este

sentido han aparecido otro tipo de organizaciones.

Por ejemplo, el Comité Nacional de Víctimas de la

Guerrilla, VIDA, que ha promovido debates parlamen-

tarios contra el proceso de paz que en su día adelan-

tó el presidente Pastrana con las FARC y ha presen-

tado informes a la Comisión Interamericana de

Derechos Humanos.

Otra organización es la Asociación de Familiares

de miembros de la Fuerza Pública, Retenidos y

Liberados por grupos guerrilleros, ASFAMIPAZ, que

surge en febrero de 1998 después de la detención en

combate y/o secuestro29 de policías y soldados por

parte de las FARC. Su principal bandera es el llamado

“intercambio humanitario” que permita la liberación
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simultánea de guerrilleros y de personas retenidas

por las FARC, incluso otorgando la zona de despeje

que pide las FARC. Algunos de los retenidos por las

FARC llevan hasta 9 años detenidos en cárceles en

zonas rurales bajo control guerrillero30. Estas vícti-

mas requieren acompañamiento jurídico y social,

dentro de lo cual programas de salud mental y/o de

asesoría jurídica tienen un espacio.

Una experiencia reivindicativa de lo humanitario

en el uso adecuado del término fue el movimiento de

las madres de las decenas de soldados capturados por

la guerrilla en la toma de Las Delicias (1996). Las

madres organizaron viajes a zonas guerrilleras, reu-

niones con mandos militares, la “toma” de la

Defensoría del Pueblo (De Currea-Lugo, 1997). Al

final se consiguió el primer intercambio humanitario

en Colombia en 1997, donde más de 60 soldados

recuperaron su libertad en Cartagena del Chairá a

cambio de un número similar de guerrilleros presos.

Las madres, que inicialmente el Gobierno trató de

instrumentalizar en su estrategia de desprestigio de

la guerrilla, al final acusaron al mismo Gobierno por

su responsabilidad en dicha crisis.

Las organizaciones de derechos humanos como

víctimas no es una novedad en Colombia: en 1987

fueron asesinados conocidos intelectuales trabajado-

res de derechos humanos como Héctor Abad Gómez.

8. Expectativas: caridad, exigencia,
derecho y apoyo político

No hay expectativa homogénea por parte de las

víctimas en Colombia respecto a la acción humanita-

ria, encontrándose un abanico de posiciones dentro

de las que vale la pena resaltar las siguientes: la de

la caridad bajo la cual la víctima asume un papel

pasivo, la de exigencia en la cual la víctima asume un

papel desafiante, la de derecho en la cual la víctima

reivindica su ciudadanía y por último la de apoyo

político en la cual la víctima espera que el operador

humanitario vaya más allá del suministro de ayuda

humanitaria e incluso más allá del componente de

protección y asuma explícitamente una postura polí-

tica a favor de su causa.

8. a. Caridad

La lógica de la caridad es la menos observada y

se asocia, en algunos casos, con ONG de tradición

religiosa, aclarando que no siempre la iglesia desco-

noce la lucha por los derechos de las personas. Hay

sin embargo un espacio que está impregnado de esa

visión caritativa, la atención a los servicios de

salud. Aunque es cierto que hay numerosas normas

para que los desplazados, no otro tipo de víctimas31,

sean aceptados en el excluyente sistema de salud

colombiano, estas normas no representan avances

sustanciales.

Resulta curioso que la organización humanitaria

MSF presta asesoría a los desplazados para que pue-

dan acceder a los servicios de salud; en efecto, es tan

complejo y burocrático el sistema que, además de la

ayuda, el desplazado necesita hasta seis meses32

para finalmente ser insertado en el sistema de salud

sin que, además, su condición de desplazado le de

una “ventaja” en relación con la población pobre.

Desde las esferas estatales entrevistadas hay una

visión también de “caridad” respecto a la ayuda brin-

dada a las víctimas; en cuanto que es caridad, no

puede ser cuestionada ni sometida a análisis alguno.

La idea de que “el Gobierno hace lo que puede” (no

lo que debe), coloca a la acción humanitaria en la

esfera de la buena voluntad y no del deber estatal,

deber por demás ordenado por la Corte Constitucional
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30 “Familiares de policías y militares secuestrados a la espera del acuerdo humanitario”, Actualidad Colombiana,
www.actualidadcolombiana.org/boletin.shtml?x=1794, (fecha de consulta, 3 de octubre de 2007).
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colombiana33. La idea de que “el desplazado abusa”

de la ayuda y de los mecanismos es recurrente en las

autoridades. A la par, se produce un traspaso de res-

ponsabilidades del Estado a las víctimas, la víctima

es culpable porque “no hizo los trámites necesarios”

para ser reconocido como víctima34. En algunos pro-

yectos humanitarios, la contrapartida estatal final-

mente no se respeta, precisamente porque las auto-

ridades no perciben sus deberes como tales35.

8. b. Derechos

La lógica de la exigencia y la del derecho suelen

ir de la mano, parten de la premisa de que la condi-

ción de víctima otorga automáticamente cierto tipo

de derechos y a su vez genera obligaciones específi-

cas por parte del Estado. En este sentido, la creación

del mecanismo de amparo constitucional en 1991

(tutela) ha contribuido notoriamente a la tendencia

a llamar “derecho” todo tipo de reivindicación por

parte de las víctimas.

Para las víctimas de la desaparición forzada, la

ayuda humanitaria no tiene nada que ofrecer (con

excepciones como los programas de salud mental), y

ponen su énfasis en las acciones jurídicas. Su lucha

ha dado frutos, como es el caso de la Ley contra la

desaparición forzada (2000). Pero esta ley no es en

todo caso lo que se quisiera para prevenir el delito y

erradicar la impunidad; si bien crea mecanismos de

búsqueda urgente, la Comisión Nacional, a junio de

2007 no hay un solo condenado en Colombia por des-

aparición forzada.

Las víctimas de la desaparición piden: verdad,

reconocimiento de responsabilidades, atención a las

consecuencias psicológicas y económicas, rehabilita-

ción moral y conmemoración, investigación y medi-

das legales, garantía de no repetición y prevención.

8. c. Oportunismo 

Un tipo de desplazados desarrolla lo que un pro-

fesor español solía llamar “la caza y pesca del hom-

bre moderno”: ante ofertas institucionales de apoyo

a poblaciones específicas (negros, indios, campesi-

nos, colonos) la víctima pretende ser negro, indio,

campesino o colono para asegurar su ingreso en el

mercado de lo humanitario.

No es éste un debate del deber-ser humanitario y

menos aún del deber-ser de la víctima (cosa que por

demás no existe), sino de adaptación del desplazado a

la oferta institucional y uso para su provecho. Este uso

particular de lo público no nació con el desplazamien-

to sino que es parte de la cultura política colombiana,

lo que no exculpa al desplazado sino que contextualiza

su uso instrumental de las instituciones. Ahora, tenien-

do en consideración la poca ayuda dada y los grandes

trámites burocráticos para acceder a ella, enfatizar en

esto (cosa que hacen algunos, especialmente los fun-

cionarios públicos) tiene detrás una clara tendencia de

demonizar al desplazado. Una desplazada decía que

“las primeras ayudas nos las dieron al año”36.

8. d. Apoyo político 

Por último, está la postura de esperar de las ONG

humanitarias un apoyo político. Al ser cubiertas las

necesidades básicas a través de redes familiares y

sociales, el papel de las ONG disminuye y las víctimas

son capaces de imponer una agenda basada en el

debate político de su propio movimiento; tal es el

caso del movimiento indígena y de los movimientos

afrocolombianos. Es decir, las víctimas no esperan

cosas materiales sino que demandan el apoyo a pro-

cesos políticos y por tanto tienen más expectativas

de protección, acceso a derecho y a desarrollo.
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Pero esa lectura daña el objetivo de la acción

humanitaria, la cual no busca hacer la revolución

social sino garantizar un espacio de supervivencia y

de dignidad, esencial para las víctimas, a partir del

cual el ser humano retorne a su autonomía, inclu-

yendo ésta como sujeto político. Una cosa es la recu-

peración de la autonomía, incluso como sujeto polí-

tico y otra cosa es el apoyo político.

Para otras personas, no se puede acompañar a las

víctimas sin compartir su causa, pero eso tiene dos

problemas: a) supedita toda solidaridad humana a la

aceptación acrítica de determinada posición política,

lo que niega la naturaleza universal e imparcial de la

ayuda humanitaria, incluso de los más elementales

servicios de salud, b) no hay claridad, más en el caso

colombiano, sobre cuál es la “causa” de las víctimas,

siendo ya difícil decir quien es la víctima pura, única,

indivisible y homogénea.

8. e. Participación 

Prácticamente la totalidad de organizaciones,

nacionales e internacionales, oficiales y no guberna-

mentales tienen la misma postura frente a la partici-

pación de las víctimas que se puede resumir en los

siguientes elementos: un reconocimiento teórico de la

necesidad de que las víctimas participen, una acepta-

ción de que tal participación debe ser integral y es

beneficiosa para la misma acción humanitaria, conoci-

miento de los programas y tendencias en materia de

participación pero una nula incorporación de las vícti-

mas en las decisiones que afectan a su propia vida. 

Hay excepciones a esta tendencia, pero no dejan

de ser marginales. Incluso hay una grave criminaliza-

ción de las víctimas por parte de instituciones ofi-

ciales, lógica bajo la cual se les excluye bajo la toma

de decisiones. 

Lo cierto es que la agenda de las víctimas no está

en la vía de reclamar una adecuada participación en

la acción humanitaria que le beneficiaría, sino que su

agenda es política; en este sentido se han dado las

“tomas” de la Defensoría del Pueblo, del CICR

(Bogotá), la Cámara de Comercio (Medellín), la

Universidad de Antioquia, etc. 

8. f. La rendición de cuentas y la calidad
de la ayuda

El debate sobre la participación de los beneficiarios

de la ayuda humanitaria es un tema central en el caso

que nos ocupa; las comunidades colombianas no son

entes pasivos y su formación política y su capacidad

de movilización social demandan, más que en otros

conflictos, un papel protagónico. A pesar de esta rea-

lidad, por parte de las ONG internacionales: “La parti-

cipación en muchos casos se redujo a cargar y descar-

gar camiones, a hacer listas de entrega de mercados,

a realizar censos de la población (para) un taller de

trauma o de colchonería” (Serrano, 2004, p. 42).

Como en el caso de la participación citado arriba,

los mecanismos de rendición de cuentas (accounta-

bility) son conocidos e incluso mencionados en las

políticas institucionales pero no implementados.

9. Conclusiones

La primera, o una de las primeras demandas de las

víctimas es el derecho a ser reconocido como tal, que

no se invisibilice más su drama, que no se le vea

como delincuente urbano ni como falso desplazado,

menos aún como parte de los actores de la guerra en

Colombia. Es triste decirlo, pero lo que piden puede

ser dicho en la paradójica expresión del “derecho a

ser desplazado”, negado sistemáticamente por la

sociedad y por las instituciones.

Las víctimas no son sujetos pasivos y neutrales,

son sujetos políticos y sociales, con capacidad de

decir no y con capacidad de organización, una de las

más antiguas agrupaciones de víctimas es ASFADDES

y una de las últimas es el Movimiento Nacional de

Víctimas de Crímenes de Lesa Humanidad, creado en

abril de 2005; entre las dos hay una historia no con-

tada de las víctimas.
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Los mecanismos estatales y los desarrollos insti-

tucionales muchas veces actúan más para confundir

que para realizar, más para burocratizar los necesida-

des de las víctimas que para resolverlas. Por ejemplo,

ASFADDES y la Fundación Manuel Cepeda Vargas con-

sideran que instancias como la Comisión Nacional de

Reparación y Reconciliación son funcionales a la

impunidad por su falta de autonomía, el llamado pro-

ceso de paz con los paramilitares es la forma de reci-

clar estas estructuras manteniendo su poder político

y económico (ASFADDES, 2006). 

Para otras organizaciones de víctimas, la postu-

ra de la Comisión Nacional de Reconciliación de

reducir el debate de la justicia a la compensación

económica, es funcional a una política estatal de

evadir un debate serio sobre la justicia. La sola

reparación económica codifica el crimen de lesa

humanidad, lo vuelve moneda de cambio, hace de la

justicia un asunto monetario y el crimen parte de

una transacción.

Las personas desplazadas, por ejemplo, se ven

obligadas a desarrollar mecanismos para resolver sus

necesidades básicas, basados en sus redes familiares

y sociales más que en la ayuda humanitaria dada por

el Gobierno, escasa, parcial y tardía37. En Colombia,

la posición militante de las víctimas ha significado

su persecución: en 2005, 15 integrantes del

“Movimiento de Víctimas de Crímenes de Estado” fue-

ron asesinadas o desaparecidas forzosamente

(ASFADDES, 2006). Uno de los crímenes más conoci-

dos es el de Yolanda Izquierdo (asesinada en enero

de 2007), luchadora por los derechos de las víctimas

del paramilitarismo y quien meses antes anunció

amenazas en su contra. Otro crimen fue el de la diri-

gente popular de Medellín, Judith Astrid Vergara

(abril de 2007), luchadora popular que denunció crí-

menes de paramilitares en Medellín e integrante de la

Corporación Madres de la Candelaria.

La lucha política de los civiles en medio de la

guerra es memorable, no como víctimas que piden

ayuda sino como sujetos titulares de derecho que

demandan éstos al Estado, no sólo derechos de sub-

sistencia sino de libertad, a pesar de los que hacen

la guerra e incluso contra quienes hacen la guerra.

Un ejemplo de esto es las diferentes formas de resis-

tencia civil de las comunidades indígenas en el

Cauca, las zonas humanitarias en medio de los cre-

cientes cultivos de Palma Africana, los procesos orga-

nizativos de personas desplazadas, y de tantos otros

esfuerzos de resistencia frente a la barbarie

(Defensoría del Pueblo, 2005). Otro ejemplo ha sido

la presentación de denuncias penales contra los jefes

paramilitares en el marco del llamado proceso de paz:

hasta abril de 2007, 48.250 personas habían presen-

tado cargos contra los paramilitares38, pero no gra-

cias al funcionamiento del Estado sino, más exacta-

mente, a pesar del Estado que no protege a las vícti-

mas, como es el caso de los crímenes de líderes de

víctimas arriba mencionados.

Las víctimas esperan algo más que arroz; es más,

muchas no esperan arroz, no aparece ni en sus prio-

ridades ni en su agenda. Ellas hacen énfasis en tres

palabras muy ligadas a la lógica jurídica, no tanto de

la ayuda humanitaria sino de los derechos de las víc-

timas: verdad, justicia y reparación. Pero, hasta

ahora, no se puede hablar de restitución de bienes,

especialmente cuando las tierras despojadas siguen

en manos de los paramilitares o de sus beneficiarios;

a lo sumo se puede hablar de experiencias puntuales

de indemnización.

Ahora, ese deseo de justicia pasa por un Estado

con voluntad, voluntad que se exprese en las accio-

nes concretas de sus instituciones, pero los niveles

de infiltración del paramilitarismo en la Fiscalía, el

Parlamento, la Procuraduría, las Fuerzas Armadas y el

sistema judicial hacen que el deseo de justicia se vea

limitado en sus logros.

Contrario a ese deseo, en el marco de la Ley de

Justicia y Paz, en el marco de la llamada desmovili-

zación de los paramilitares, lo que se observa es la
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institucionalización de la impunidad. En el barrio

“Villa Paz” de Sincelejo, los desplazados conviven

con los paramilitares sin que haya ocurrido ningún

proceso de reconciliación; en las audiencias de los

paramilitares para rendir su declaración libre y

espontánea, varios de sus seguidores celebraron car-

navales frente a los juzgados, donde las víctimas se

perdían con las fotos de sus familiares entre la músi-

ca y los fuegos artificiales. Esta es una clara metá-

fora de lo que les pasa a las víctimas en Colombia:

la fiesta y la tolerancia al paramilitarismo niega la

justicia. 
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La “causa palestina” y los retos de la acción humanitaria  

Laurence Thieux, investigadora del IECAH.

1. Introducción 

El conflicto que opone el Estado de Israel a los

palestinos y a los Estados árabes vecinos es el más

largo de la historia contemporánea. A pesar de los 60

planes de paz (todos fracasados) el conflicto sigue

sin resolverse. Asimismo se ha acentuado la brecha

entre las dos partes enfrentadas. El Estado de Israel

mantiene a los Territorios Palestinos bajo un férreo

régimen de ocupación y la Franja de Gaza, de donde

las tropas israelíes se retiraron en 2005, está some-

tida a un severo bloqueo desde que Hamas se hizo

con el poder en junio de 2007. 

En el contexto internacional, dominado ideológi-

camente por la “guerra global contra el terror”, Israel

sigue contando con el respaldo de la comunidad

internacional y sobre todo de Estados Unidos para

seguir violando con total impunidad el derecho inter-

nacional. Aparte de las violaciones de las resolucio-

nes de Naciones Unidas y de los Derechos Humanos,

Israel incumple también con lo dispuesto en la

Opinión consultiva de 2004 de la Corte Internacional

de Justicia respecto al muro que empezó a construir

en 2002. 

Mientras que la comunidad internacional inten-

ta, sin grandes convicciones, reanimar un proceso

de paz clínicamente muerto, los palestinos están

sufriendo más que nunca las consecuencias de la

nueva lógica antiterrorista que parece dominar la

agenda política israelí. El imperativo de seguridad

desde el estallido de la segunda Intifada en el año

2000 ha sido el argumento avanzado por el

Gobierno israelí para justificar su política represiva,

destinada en realidad a ahogar cualquier posibilidad

de construir un Estado palestino viable económica y

políticamente. 

Esta tendencia se ha podido observar en la evo-

lución del discurso y la estrategia de Israel, que con

impunidad y de acuerdo con la lógica antiterrorista

ha ido sometiendo a la población palestina a casti-

gos colectivos debido a los ataques perpetrados por



las milicias palestinas contra Israel. Esta política

vulnera el artículo 33 del Cuarto Convenio de

Ginebra. Mientras el uso de la fuerza por parte de

Israel recibe el asentimiento de la comunidad inter-

nacional y es globalmente percibido como legítimo,

los actos de violencia palestinos son calificados de

terroristas. 

La lógica de la llamada “Guerra Global contra el

Terrorismo” ha modificado también la lectura que

la comunidad internacional hace del conflicto,

determinando en gran parte la posición de intran-

sigencia adoptada por la Unión Europea y Estados

Unidos frente a Hamas, impidiendo abrir vías de

diálogo. Hamas es considerado como un movimien-

to terrorista y en consecuencia no puede ser un

interlocutor legítimo, aún cuando haya sido elegi-

do democráticamente para representar a los pales-

tinos. Al presentar la resistencia palestina a la ocu-

pación israelí como una manifestación más del

fanatismo y del terrorismo de los grupos islámicos

radicales que amenazan los intereses occidentales

en la región, el Gobierno israelí ha podido desarro-

llar sin trabas su estrategia expansionista en los

Territorios Ocupados Palestinos (nuevos asenta-

mientos, fragmentación de Cisjordania39, retención

de las recaudaciones fiscales palestinas....). Esta

política ha conducido a un deterioro sin preceden-

tes de la economía palestina, generando a la vez

una crisis humanitaria que plantea numerosos retos

para los actores humanitarios. 

Para la mayoría de las opiniones públicas en el

mundo árabe, la cuestión palestina es un ejemplo

clave del doble lenguaje de Occidente y una muestra

significativa de la omnipresencia de la influencia

israelí en las estrategias que las potencias occidenta-

les han desarrollado en la región. Bien es verdad que,

en el caso palestino, es particularmente sangrienta la

brecha entre el discurso de buenas intenciones que

caracteriza la actuación de la comunidad internacional

y los hechos que lo desmienten continuamente.

Mientras que en la diplomacia internacional se sigue

hablando de proceso de paz, los hechos apuntan a la

ausencia de las condiciones mínimas para que esta paz

se realice en condiciones justas, señalando una vez

más la ausencia de voluntad política real para llevar a

cabo un proceso de paz sostenible (Debray, 2007).

2. La evolución de las respuestas
humanitarias frente a la agravación
del conflicto

De acuerdo con el aná-

lisis de Sara Roy: “Los

imperativos israelíes sobre

los territorios ocupados

tienen dos objetivos: evitar

la idea de dos Estados y

reducir las reivindicaciones

palestinas a un problema

humanitario” (Roy, 2007a,

p. 24). La ayuda de emer-

gencia representó en 2006

entre un cuarto y un ter-

cio del PIB. En efecto,

esta tendencia  a la

“humanitarización” de la

cuestión palestina se ha

hecho cada vez más

patente en los dos últimos

años del conflicto y res-

ponde asimismo a varias dinámicas: es el resultado

de un proceso de “desdesarrollo” que ha ido afian-

zándose en los territorios desde el estallido de la

segunda Intifada. Este deterioro socioeconómico ha

sido agravado por el embargo internacional de la

ayuda impuesto a los palestinos. Asimismo, los estra-

gos causados por estas políticas se deben a la depen-

dencia y a la debilidad de la economía palestina res-

pecto a Israel. Esta situación agrava el nivel de

dependencia de la población palestina de la ayuda

exterior. En 2006 1,6 millones de palestinos recibie-
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ron ayuda alimentaria, (10 veces más que en el año

2000) y 2,4 millones de palestinos viven por debajo

del umbral de la pobreza (el 80% de la población de

Gaza y el 55% de la de Cisjordania). 

Considerando las restricciones que Israel impone

actualmente a la circulación de bienes y personas,

con más 500 check points fragmentando el territorio

de Cisjordania, cabe preguntarse si es posible plan-

tear estrategias de desarrollo bajo un régimen de

ocupación tan férreo como el que Israel está impo-

niendo a los palestinos. El problema se plantea con

mayor acuidad aún en la franja de Gaza, totalmente

aislada desde la toma del poder de Hamas en junio de

2007.

La ayuda en este contexto está perdiendo eficacia

y tiene una función esencialmente paliativa. Los pro-

pios israelíes están alentando este proceso que con-

siste en convertir la cuestión palestina en un proble-

ma humanitario. De acuerdo con esta estrategia,

Israel aceptó volver a transferir las rentas públicas

palestinas con la condición de que el dinero fuera

destinado a financiar proyectos de corte humanitario. 

La comunidad internacional está siguiendo esta

tendencia al dar prioridad a los proyectos humanita-

rios, limitándose a reaccionar a la evolución de los

indicadores económicos y sociales y sin adoptar una

posición más proactiva en el proceso. Esta posición

es asimismo controvertida y plantea el eterno dile-

ma: ¿son los actores humanitarios cómplices invo-

luntarios de la ocupación al contribuir a pagar y

paliar sus efectos sobre las condiciones de vida de la

población? Al mismo tiempo, el abanico de opciones

parece cada vez más limitado, sobre todo en un con-

texto dominado por la lucha internacional contra el

terrorismo que tiende a reducir el mundo a una con-

frontación entre “buenos” y “malos”. 

En este análisis de las respuestas humanitarias a

la crisis de la “causa palestina” queremos en primer

lugar ofrecer un análisis general de las causas de la

actual crisis humanitaria. Nos detendremos en segun-

do lugar en el análisis de las estrategias seguidas por

los donantes y las agencias internacionales y las con-

trapartes palestinas para explorar con más deteni-

miento en la última parte el impacto de la “Guerra

Global contra el Terror” en las políticas de ayuda. 

3. Crisis humanitaria “crónica” y
causas políticas

El grave deterioro de las condiciones económicas

y sociales sufridas en los Territorios Ocupados

Palestinos, que ha conducido a una situación de

emergencia humanitaria crónica, está directamente

vinculado al conflicto y a la ocupación israelí. Desde

el estallido de la segunda Intifada y la respuesta

israelí de cierre y reocupación de los Territorios

Palestinos, el desarrollo económico de Palestina está

padeciendo un importante retroceso que algunos

académicos, como Sara Roy, describen como un “des-

desarrollo”. Esta situación, que afecta tanto Cis -

jordania como Gaza, es un proceso que ha ido afian-

zándose a lo largo de los años y ha obligado también

a numerosas ONG a modificar sus estrategias, tenien-

do que rebajar sus objetivos y responder a las nuevas

necesidades creadas por este mismo proceso de des-

desarrollo.

Es importante tener en cuenta esta premisa de

partida para analizar la respuesta de los actores

humanitarios en este contexto. Aunque la mayoría de

los actores humanitarios presentes en el terreno son

conscientes del origen o de las causas del deterioro

de la situación económica y sus desastrosas conse-

cuencias humanitarias, la mayoría de las organiza-

ciones no han modificado sustancialmente las res-

puestas que están dando a esta crisis.  

La evolución de los principales indicadores eco-

nómicos muestra como los Territorios Palestinos

Ocupados han conocido un fuerte deterioro de su

situación económica y social. Entre 1999 y 2004, el

PNB se redujo en un 15%, el PIB per cápita  pasó de

1.860 dólares en 1997 a 1.237 en 2004 (UNCTAD,

2005). Este deterioro económico se ha agravado en

2006 por las medidas de castigo infligidas al nuevo

Gobierno dirigido por Hamas tras su victoria electo-

ral en enero de 2006, por parte de Israel y de los
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Gobiernos occidentales con la congelación de los

fondos recaudados por Israel de los impuestos de las

exportaciones palestinas40 y la decisión por parte de

los principales donantes de boicotear el Gobierno

palestino.  

En 2006 se redujo aún más el PIB (15%) y el PNB

(6,6%) de acuerdo con los datos aportados por el

informe del UNCTAD 2007. Según el mismo informe,

las exportaciones descendieron en un 3% mientras

que las importaciones aumentaron en un 20%. Como

consecuencia, el déficit de la balanza comercial ha

alcanzado proporciones sin precedentes: 73% del

PNB. 

Este deterioro de la situación económica de los

territorios ha tenido graves consecuencias sociales y

humanitarias. El nivel de vida del 63% de los pales-

tinos está por debajo del umbral de la pobreza (2,3

dólares al día); en 2006 la población en situación de

pobreza extrema representaba el 35% de la población

palestina (Banco Mundial, 2007). A mitad del año

2004, 1.480.000 personas (39% de la población)

recibía ayuda alimentaria por parte de las grandes

organizaciones internacionales. En 2007 y según

datos de la OCHA y la UNRWA, el 70% de la población

de Gaza dependía de la ayuda alimentaria. 

La creación por parte de la UE de un mecanismo

de financiación alternativo para seguir dando apoyo

financiero a los Territorios Palestinos a pesar del boi-

cot, el Mecanismo Internacional Temporal (TIM)41,

ha conseguido mitigar parte de los efectos devasta-

dores del boicot. El incremento de la ayuda ha sido

en parte absorbido por la crisis humanitaria y ha sido

canalizado para costear las necesidades humanitarias

provocadas por el derrumbe del sistema económico y

el proceso de “des-inversión” que afecta la economía

palestina. 

La reducción de los recursos de la Autoridad

Nacional Palestina (ANP) ha tenido consecuencias

negativas sobre el conjunto del proceso de construc-

ción del Estado palestino y ha provocando un claro

retroceso respecto a la mejora de la transparencia y

rendición de cuentas. El boicot ha debilitado a la

ANP, obligando a los diferentes actores a buscar nue-

vos mecanismos alternativos de financiación de los

servicios sociales palestinos; además están surgiendo

nuevas estructuras administrativas de gestión de la

ayuda a través de la Presidencia, que ha propiciado

indirectamente el surgimiento de nuevos actores

como las municipalidades42. Por otro lado, desde la

Presidencia se crearon nuevas vías alternativas para

canalizar los fondos negados a la ANP generando asi-

mismo la creación de una burocracia paralela. 

Las restricciones impuestas por Israel han provo-

cado un fuerte declive del sector privado con conse-

cuencias sobre el empleo. En Gaza, donde Israel ha

restringido del todo la posibilidad de empleo en

Israel y donde las restricciones a la circulación de

bienes está ahogando el sector privado, el sector

público representa una bolsa de oxígeno. El 45% de

la población activa de Gaza depende de los salarios

de la ANP.  El sector público en el conjunto de los

Territorios Ocupados Palestinos (TOP) cuenta con

162.000 empleados, superando el sector privado en

cuanto a fuente de empleo.

4. La agenda de los donantes

Los TOP son los mayores receptores de AOD por

habitante del mundo. A pesar del boicot internacio-

nal al cual ha sido sometida la ANP tras la victoria

electoral de Hamas en el Consejo Legislativo
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40 La retención por parte de Israel del pago de las tasas aduaneras que representaban en 2005 unos 68 millones de dólares al mes, ha supues-
to un recorte de unos 800 millones de dólares en 2006. 

41 Para mitigar los efectos del boicot en el ámbito social, la UE estableció un TIM destinado a subvencionar parte del salario de los funciona-
rios de la ANP, y financiar algunos servicios suministrados por Israel (agua, electricidad). A final de 2006 el MIT había sustituido aproximadamen-
te 180 millones de dólares. 

42 En el sistema político palestino la iniciativa municipal es bastante restringida por la legislación  que concede a la tutela administrativa un
fuerte poder de control más por las lagunas de los textos jurídico que se interpretan en detrimento de la autonomía de los poderes locales  (Signoles,
2006, p. 244). 



Palestino, los donantes internacionales han aumen-

tado en 2006 los fondos destinados a Palestina. Los

TOP recibieron en 2006 un 17% más de ayuda que en

2005. De EEUU recibieron 1.000 millones de dólares

en comparación con los 480 millones recibidos el año

anterior. De la UE recibieron 650 millones de dólares

en 2006 o sea, un 25% más que en el año anterior.

De España recibieron 45 millones, 15 millones más

que el año anterior. 

Los Estados árabes y otros donantes suministra-

ron a Palestina un total de 900 millones de dólares

en concepto de ayuda

externa, 2,5 veces más

que la ayuda recibida en

2005. La ANP consiguió

obtener transferencias de

dinero por una cantidad de

180 millones de dólares en

metálico de los cuales 120

millones procederían de

Irán (Nashashibi, 2007).

En la cumbre de donan-

tes que se celebró en París

en diciembre de 2007 para

acompañar el “nuevo pro-

ceso de paz” de Annapolis

en noviembre de 2007, los

donantes se comprometie-

ron a desembolsar 7.400

millones de dólares (5.154

millones de euros) para financiar un plan de reformas

en Palestina durante los siguientes tres años. 

Aunque en volumen la ayuda a los TOP ha aumen-

tado, se han podido observar cambios tanto en la

forma de canalizarlos como en el destino global de

esta ayuda. Gran parte de la ayuda destinada a los

Territorios está destinada a proyectos humanitarios

respondiendo a esta nueva situación de vulnerabili-

dad del pueblo palestino pero también acentuando la

dependencia del mismo. 

El incremento de la AH en proporción a la ayuda

al desarrollo en el cómputo global de la ayuda desti-

nada a Palestina es consecuencia de esta dinámica,

pero a la vez refuerza ese mismo proceso. Se basa en

la premisa negativa de que las circunstancias políti-

cas no permiten emprender proyectos de desarrollo

en los TOP. 

Esta idea, asumida tanto por los donantes como

por las ONG internacionales es generalmente muy cri-

ticada por parte de las ONG palestinas. Todas ellas,

independientemente de sus afinidades políticas,

insisten en la necesidad de mantener un enfoque de

desarrollo en todos los programas de ayuda y critican

el carácter asistencial que predomina en los proyec-

tos humanitarios desarrollados en los TOP.

5. Las ONG palestinas frente a la
ocupación: ¿agenda política o
agenda humanitaria?  

A lo largo de la evolución del conflicto, la ayuda

desbloqueada por parte de la comunidad internacio-

nal para Palestina ha tenido un cariz político más o

menos evidente. En el caso de Palestina, la tenden-

cia a la politización de la ayuda reviste diferentes

formas.

El desarrollo de la sociedad civil palestina, tanto

en la Franja de Gaza como en Cisjordania, ha sido

marcado por condiciones particulares como la ausen-

cia de un Estado y la presencia de una autoridad forá-

nea. En este contexto, el desarrollo de la sociedad

civil palestina ha sido estrechamente vinculado a la

lucha nacionalista y a la resistencia contra la ocupa-

ción. Las diferentes formas de asociacionismo han

tenido un fuerte cariz político. La misma OLP es una

plataforma que reagrupa formaciones políticas pero

también sindicatos, asociaciones de estudiantes, de

mujeres, centros de investigación y ONG.

De alguna forma, el papel de la sociedad civil en

contextos dominados por agendas nacionalistas, no

se ajusta al modelo de sociedad civil que predomina

en Occidente donde la oposición al Estado es una de

sus señas de identidad. Al mismo tiempo, son entor-

nos políticos que no favorecen el pluralismo y la

diversidad, siendo la unidad nacional un poderoso
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elemento de legitimidad de difícil transgresión

(Pratt, 2007).

Durante el mandato británico, las asociaciones

palestinas tenían a la vez un carácter religioso fami-

liar y político, y la mayoría eran sociedades caritati-

vas (Curmi, 2002). Hay diferencias notables entre el

desarrollo de la sociedad civil en la Franja de Gaza y

en Cisjordania. Bajo la Administración jordana, hasta

1967, Cisjordania se benefició de un régimen políti-

co más favorable al surgimiento de organizaciones

sociales y contaron con más apoyo económico, inclu-

so después de la ocupación militar israelí.  

Después de 1988, tras la ruptura de los lazos

administrativos y políticos con Cisjordania, Jordania

fue perdiendo la influencia política que mantenía a

través de la elite que encabezaba las asociaciones

palestinas. En la franja de Gaza, bajo el control mili-

tar egipcio, la situación presentaba notables diferen-

cias. Se prohibía la creación de formaciones políticas

autóctonas. El marco institucional político no es el

único factor que explica la debilidad del tejido aso-

ciativo en Gaza comparado con Cisjordania. Algunas

características sociales y demográficas han frenado

también el desarrollo asociativo en la Franja. El

carácter tribal y familiar ha sido un rasgo dominante

de la organización social (supliendo e impidiendo a

la vez la consolidación de estructuras intermedia-

rias). El modelo de organización en torno a la fami-

lia y los valores tradicionales han predominado en

Gaza también por la importancia del número de refu-

giados (70% de la población) y el aislamiento geo-

gráfico de la franja. En 1967 sólo había en la franja

seis asociaciones caritativas mientras que había 68

en Cisjordania (Roy, 2007b). 

La desigualdad entre los dos territorios se acentuó

tras la ocupación israelí de Cisjordania y Gaza a par-

tir de 1967. El Gobierno militar israelí estableció un

control sobre todos los aspectos de la vida palestina.

Las asociaciones vieron su espacio de actuación aún

más restringido a la vez que gran parte de su activi-

dad fue canalizada en la lucha contra la ocupación. 

En abril de 1994 había unas 114 ONG en Gaza

comparado con las 734 de Cisjordania, de las cuales,

el 51% eran asociaciones caritativas suministradoras

de servicios sociales (educación, salud); el 24% orga-

nizaciones de mujeres y comités de trabajadoras

(Women’s work Committees), el 10% cooperativas y

el 9% asociaciones profesionales (los sindicatos pro-

fesionales estaban prohibidos). La mitad de las 114

asociaciones fueron creadas entre 1992 y 1994, en

respuesta también al deterioro social y económico

posterior a la Guerra del Golfo y al alineamiento de

Yacer Arafat con Saddam Hussein y sus consecuencias

económicas con la retirada de las ayudas de los paí-

ses del Golfo. 

A partir de 1974, la OLP, representante legal de la

lucha nacional palestina, impulsó el desarrollo de

asociaciones creando varias redes de sindicatos, gru-

pos y comités. El departamento de las organizaciones

de masas de la OLP controlaba una decena de sindi-

catos y numerosas asociaciones caritativas, financia-

das por el Fondo Nacional Palestino, órgano central

de la OLP. 

Bajo el Gobierno militar israelí, las únicas organi-

zaciones que pudieron desarrollar sus actividades sin

trabas fueron las asociaciones caritativas y particu-

larmente las organizaciones islamistas. 

A finales de los años 70 aparecieron también las

primeras organizaciones de defensa de los derechos

humanos como al-Haqq, fundada en 1979. A partir

de entonces las autoridades israelíes empezaron a

imponer mayores restricciones a la creación de aso-

ciaciones43. 

Las ONG palestinas han sido creadas y han evolu-

cionado en un contexto de ocupación, lo que ha con-

dicionado mucho su evolución, marcada por una fuer-

te dependencia exterior. Hasta 1988 Jordania servía

de canal para la distribución de cerca de 80 millones

de dólares de ayuda procedentes de otros países.

Otro rasgo dominante ha sido el carácter político

de estas organizaciones, muy vinculadas a las distin-

tas corrientes políticas y militantes activas en
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Palestina. El “Frente Unificado” (Fatah, Frente

Popular de Liberación de Palestina, Frente

Democrático de liberación de Palestina y Partido

Comunista) creó una red de ONG también destinada a

controlar la “intifada”. Entonces estaban presentes

unas 2.000 ONG respaldadas con fondos internacio-

nales, participando también en la sensibilización

mediática de la causa Palestina. 

Durante esta etapa, se pudo observar un principio

de profesionalización de las organizaciones, así como

el inicio de la coordinación entre ONG palestinas y

occidentales. Paralelamente se empieza a notar tam-

bién la influencia de los donantes.  

Empieza otra etapa después de la segunda guerra

del Golfo (1990-1991) que provocó el deterioro de

las relaciones entre los palestinos y los países árabes

del Golfo. La disminución de la ayuda procedente de

estos países llegó incluso a provocar la bancarrota de

algunas instituciones.

En la evolución de las ONG en Palestina, los

Acuerdos de Oslo marcan un giro importante con la

creación, en 1994, de la Autoridad Nacional Palestina

que desencadenó un proceso de transformación eco-

nómico, político y social de la sociedad palestina.

Entre otras tendencias emergentes, cabe destacar la

constitución de una nueva elite (Abdel Shafi, 2004).

El nuevo contexto político palestino post-Oslo se

caracterizó por una mayor bipolarización del espec-

tro político, empujando parte de la elite a optar por

una tercera vía, las ONG. Esta tendencia contribuiría

también a debilitar la lucha palestina al despolitizar

parte de esa elite dirigente y desvincular de la lucha

nacional, al igual que la mayor bipolarización social,

con la pauperización de parte de la clase media y el

enriquecimiento de la elite en el poder, con un pro-

ceso paralelo de debilitamiento del sector privado

(restricciones impuestas por Israel) y crecimiento del

sector público. 

Después de Oslo y en reacción a una progresiva

independencia política del sector de las ONG de la

Administración, se crean las condiciones de una

lucha interna por el control de los fondos. 

Es en el sistema de financiación de las ONG donde

los cambios más se van a notar44. Antes de los

Acuerdos de Oslo y la instauración de la Autoridad

Nacional Palestina, las ONG asumían un papel pre-

ponderante en el mantenimiento del tejido económi-

co y social durante la ocupación. De hecho ante la

ausencia de instituciones políticas sustituían al ser-

vicio público.  

La aparición de la Autoridad Palestina en el marco

de los Acuerdos de Oslo, supuso en primer lugar una

reducción de su capacidad financiera ya que parte de

los donantes se volcaron en la AP. La Conferencia de

los donantes después de los Acuerdos de Oslo, cele-

brada en Washington en octubre de 1993, movilizó la

comunidad internacional para el desarrollo económi-

co y social de los Territorios. La disminución de los

fondos destinados a las ONG se estimó entonces en

una bajada de 220 millones de dólares en 1990 a 60

millones en 1996. Esta disminución habría provocado

el cierre del 60% de las clínicas según el Banco

Mundial. Se pretendía entonces que todas las finan-

ciaciones de las ONG pasaran por el Consejo

Económico Palestino para el Desarrollo y la

Reconstrucción (PECDAR), creado para constituir el

canal de la ayuda internacional. 

Las nuevas condiciones establecidas en Oslo intro-

dujeron un nuevo tipo de competición entre la

Autoridad Palestina y las ONG. El nuevo mecanismo de

financiación contribuyó también a modificar el mapa

de los actores y supuso la introducción de nuevas

metodologías y condiciones que han tenido una inci-

dencia directa sobre el carácter político de las ONG. 

Durante la primera Intifada, los dirigentes de las

ONG seculares eran a su vez  dirigentes de los movi-

mientos políticos (FPLP; DFLP) y mantenían durante

este periodo una doble agenda al asumir el suminis-

tro de servicios y seguir activos en la persecución de

sus objetivos políticos nacionalistas. 
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Tras la firma de los Acuerdos de Oslo, la afluencia

de las ayudas canalizadas en apoyo al proceso de

paz, transformó drásticamente las condiciones de

desarrollo del tejido asociativo tanto en Gaza como

en Cisjordania. La posibilidad de acudir a diferentes

fuentes de financiación permitió a las ONG desvincu-

larse de los partidos políticos. Sin embargo, la par-

cialidad con la cual estos fondos fueron asignados,

incrementaron también las divisiones entre las ONG. 

Fueron marginadas las ONG que se opusieron al

Proceso de Oslo. Mientras que nuevas ONG surgieron

canalizando los fondos desembolsados en nombre de

la construcción de la paz. En 1999 había en los

Territorios Ocupados 1.200 ONG palestinas registra-

das y 200 internacionales. 

De acuerdo con este proceso de despolitización,

las ONG empezaron a dedicar el grueso de sus activi-

dades al desarrollo y al suministro de servicios espe-

cialmente en el sector de la salud. En este sector, las

ONG palestinas cubren el 62% de las necesidades en

materia de salud primaria. Poseen a la vez el 42% de

los hospitales y garantizan el 49% de los servicios

hospitalarios (Curmi, 2002. p. 104). La presencia de

las ONG palestinas es también muy importante en el

sector educativo, agricultura y familia. Entre las ten-

dencias que han marcado la evolución de las ONG

palestinas en la década de los 90 podemos destacar:

– La pérdida de influencia de las corrientes políticas

palestinas seculares que no supieron responder a

las nuevas necesidades de la sociedad palestina. 

– La evolución en la relación entre ONG y partidos

políticos desde una relación de dependencia a una

relación de colaboración.

– La modificación de la agenda de los donantes mar-

cada por un incremento notable de proyectos de

emergencia y la imposición de nuevos criterios de

financiación de acuerdo con prioridades definidas

por sectores.  

La progresiva transformación de una parte del ter-

cer sector palestino en una “industria de la ayuda”

ha tenido como consecuencia la desvinculación con

las organizaciones de base. Este proceso de “extra-

versión” de algunas ONG palestinas en sus estrate-

gias, objetivos y recursos, ha sido acompañado por

una paralela expansión de las organizaciones isla-

mistas. 

6. Emergencia de las ONG islámicas
en el contexto de Palestina

Es a partir de los años 50 cuando aparecen en

Gaza organizaciones activas en el ámbito social y

humanitario vinculadas al movimiento islamista de

los Hermanos Musulmanes45, que afianzó su presen-

cia en los Territorios Palestinos tras la Primera Guerra

Israelí-Árabe. Sin embargo, es a partir de los años 70

cuando estos grupos van a adquirir mayor protago-

nismo en torno a la figura del jeque Ahmed Yasin,

fundador del Centro Islámico de Gaza (Al Mujamma’

al Islami) en 1973. Sus actividades se centraban

entonces en los ámbitos sociales y educativos y per-

seguían el objetivo de reislamizar la sociedad46. 

Las organizaciones islamistas se desarrollaron

también en un contexto político favorable ya que

entonces los israelíes, de acuerdo con la vieja estra-

tegia de “divide y vencerás”, pretendían favorecer la

emergencia de asociaciones y movimientos políticos

alternativos a la OLP. 

En un principio, los Hermanos Musulmanes no se

implicaron en la lucha contra Israel y mantuvieron un

perfil político muy bajo, una posición mantenida

hasta el estallido de la primera Intifada. Cuando ésta

estalló, el movimiento islamista ya contaba con una

presencia significativa en los Territorios Ocupados.

Hamas consiguió arraigar su presencia política gra-

cias a la constitución de una extensa red de sociedad
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civil. La OLP tuvo una evolución inversa ya que de la

organización surgió una nueva elite que llegó a asu-

mir nuevas funciones sociales dentro del sector de la

sociedad civil, distanciándose progresivamente de la

agenda política de los partidos de donde procedían. 

Las ONG islámicas palestinas tienen una presen-

cia significativa en el sector de la educación en

Gaza donde las escuelas primarias están saturadas.

Estas organizaciones garantizarían el 65% de los

servicios en este sector. Algunos comités de Zakat47

han destacado en los últimos años por su particular

activismo. El Comité de

Zakat de Gaza cuentan

con 50 empleados y pro-

vee diferentes tipos de

servicios: asistencia en

cash, ayuda alimentaria y

servicios de salud, présta-

mos sin intereses para las

viviendas y la educación

universitaria; o el de

Nablus que es una de las

instituciones más activa

de esta municipalidad. 

El activismo de las

organizaciones islamistas

en el ámbito social tiene

una larga trayectoria y

cuenta con un fuerte arrai-

go social. La armonía ideo -

lógica con la cultura local facilita también a estas

organizaciones su inserción en los tejidos sociales

más tradicionales. También suele ser bien valorada la

calidad de los servicios prestados. 

Aunque las ONG islámicas hayan adquirido cada

vez más protagonismo, las agencias occidentales

mantienen escasas relaciones con estas organizacio-

nes. Las razones invocadas por las agencias occiden-

tales para explicar la falta de contacto con este tipo

de organización apuntan a la incompatibilidad o la

dificultad de “cazar agendas confesionales y secula-

res”. En el contexto de la lucha internacional contra

el terrorismo, estos contactos son aún más difíciles

al ser acusadas las organizaciones islamistas de

complicidad o asociación con grupos o partidos

identificados como terroristas por parte de los paí-

ses occidentales.

7. El impacto de las medidas de lucha
antiterrorista sobre la cooperación y
acción humanitaria en Palestina 

El caso palestino es un ejemplo muy significativo

para medir el impacto que la “guerra global contra el

terror” haya podido tener sobre la cooperación en

general, el sector de las ONG y la limitación general

del espacio humanitario. Es un ejemplo claro de

cómo los donantes internacionales han ido impo-

niendo una agenda determinada a los actores pales-

tinos. Es anterior al 11-S y posterior a Oslo. Pero tras

el 11-S, esta presión de los donantes a través de la

imposición de condiciones “políticas” para la conce-

sión de fondos ha resultado ser aún más evidente.

El nuevo contexto internacional emergente des-

pués del 11 de septiembre no sólo ha tenido conse-

cuencias sobre la política general de los donantes en

los Territorios Ocupados Palestinos, también ha afec-

tado directamente a las ONG palestinas. La inclusión

de Hamas en la lista de organizaciones terroristas,

europeas, norteamericana, y canadiense está levan-

tando obstáculos legales a los contactos con las ONG

sospechosas de pertenecer al círculo de influencia

del movimiento islamista48. La legislación anti-terro-

rista norteamericana ha introducido condiciones a la

financiación de proyectos de cooperación y de acción

humanitaria financiados por la USAID, obligando a

las ONG palestinas que reciben sus fondos a firmar

una carta (Certification Regarding Terrorist

Financing) en la cual se comprometen a no dar ayuda
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a individuos o entidades que apoyen, promuevan,

financien o estén implicados de alguna forma a acti-

vidades terroristas. Muchas ONG palestinas se nega-

ron a firmar esta carta y gran parte de los fondos han

sido desviados o canalizados a través de las munici-

palidades palestinas.  El tipo de medidas impuestas

por donantes como la USAID o la agencia de coope-

ración canadiense contribuyen a que las ONG occi-

dentales sean vistas o percibidas como un eslabón

más dentro de la compleja cadena de la agenda inter-

vencionista de Occidente en la región.

El no considerar a los actores que desempeñan un

papel destacado en la vida social y política puede lle-

gar a perjudicar la eficacia y calidad de la respuesta

humanitaria. En este sentido, el caso de las opera-

ciones humanitarias llevadas a cabo en Líbano tras la

guerra de 2006 es un ejemplo claro. Bien es cierto

que los actores humanitarios se enfrentan al reto de

dialogar con organizaciones que son identificadas

como organizaciones terroristas: Hezbollah y Hamas

aparecen en la lista de organizaciones terroristas de

la UE y se exponen también en este caso a posibles

consecuencias legales.  

8. Conclusiones 

Por sus características (contexto de ocupación

israelí, asimetría de las fuerzas, enfrentadas) el con-

flicto israelí-palestino ofrece a los actores interna-

cionales que intervienen un margen muy estrecho de

neutralidad. La mayoría de los actores palestinos

esperan de las agencias internacionales una clara

solidaridad política. Estas últimas suelen ser percibi-

das con sospechas y desaprobación por parte de las

franjas más radicales de las sociedades palestinas e

israelíes. 

Por otra parte, la falta de denuncia y de proyec-

tos orientados hacia la incidencia política son críti-

cas recurrentes emitidas por los actores palestinos

respecto al rol desempeñado por las agencias inter-

nacionales de ayuda en Palestina. Asimismo, se con-

sidera que el tipo de ayuda dominante en los TOP

contribuye a aumentar la relación de dependencia de

la población palestina y afianza el proceso de “des-

desarrollo” que está afectando el conjunto de los

Territorios. 

En general, la mayor parte de los actores interna-

cionales presentes en el terreno tienen una clara

conciencia de la particularidad de los retos humani-

tarios en el contexto palestino, donde, el omitir las

causas políticas que han generado el deterioro global

de la situación humanitaria en los territorios, conlle-

va el riesgo de reforzar las mismas estrategias políti-

cas que han conducido a esta situación. 
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1. Introducción

El conflicto que opone Marruecos al pueblo saharaui

desde hace más de 30 años es un conflicto post-colo-

nial. En efecto, se trata de una disputa territorial

enfrentando, tras un proceso de descolonización incom-

pleto, las reivindicaciones territoriales del pueblo saha-

raui al irredentismo marroquí. Marruecos considera que

tiene un derecho de soberanía sobre el Sahara

Occidental por las tradicionales relaciones de vasallaje

que vinculaban las tribus del Sahara Occidental al reino

alauí antes de la colonización española.

Tras la marcha verde el 6 de noviembre de 1975,

el Gobierno de Franco entregó el Sahara a Marruecos

y Mauritania que ocuparon el territorio, provocando

la huida de la mayoría de la población.

La comunidad internacional fracasó en intermediar

de forma exitosa en el conflicto y en presionar a las

partes implicadas para que respetasen las resoluciones

internacionales adoptadas respecto a la descoloniza-

ción de la excolonia española. Hay similitudes claras

con el conflicto israelí-palestino. El caso del Sahara

Occidental pone de manifiesto la debilidad del derecho

internacional y de las instituciones que representan a

la comunidad internacional desde 1945 cuando no exis-

te voluntad política por parte de las grandes potencias

de que realmente se aplique el derecho. El principio de

autodeterminación del pueblo saharaui es un principio

reconocido por el derecho internacional y las diferen-

tes resoluciones de Naciones Unidas. El derecho a la

autodeterminación de los pueblos está claramente

expuesto en la resolución 15145 de diciembre de 1960

y el derecho a la autodeterminación de los saharauis

fue reconocido por Naciones Unidas en 1963. 

La posición inflexible de Marruecos, que se niega

a aceptar el derecho internacionalmente reconocido

del pueblo saharaui a la autodeterminación, no

hubiera sido posible sin el respaldo continuo de

Estados Unidos y Francia, sin el cual, sin duda hubie-

ra tenido que hacer más concesiones. Estos dos paí-

ses han privilegiado la estabilidad de Marruecos

sobre otras consideraciones. Esta posición ha vuelto

a ser reafirmada con el respaldo que tanto Francia,

España o Estados Unidos han dado al plan de auto-

nomía  propuesto recientemente por Marruecos. 

El conflicto del Sahara es permeable también a las

nuevas dinámicas del contexto internacional en el cual

la lucha internacional contra el terrorismo aparece

como una de las prioridades de las agendas interna-

cionales. En el pensamiento dominante se ha estable-

cido un vínculo entre pobreza y terrorismo. Los recien-

tes acontecimientos protagonizados por el grupo radi-

cal Fatah al Islam en el campo de refugiado Naher el

Bared, ha vuelto a dar vida a esta idea y poner en el

punto de mira los campos de refugiados y seguridad.

Está claro que en el caso de los campos de refugiados

de Tinduf, Marruecos está utilizando esta idea para

convencer a los demás de la buena voluntad de sus

planes respecto al Sahara. Ideas que calan hondo en

una sociedad como Estados Unidos convencida, desde

el 11 de septiembre, de que la principal amenaza a la

seguridad mundial es el terrorismo transnacional. 

El conflicto del Sahara Occidental incide de forma

negativa sobre el conjunto de la estabilidad regional

y las posibilidades de integración, al estar en el ori-

gen una de las rivalidades que siguen obstaculizando

la normalización de las relaciones entre los dos veci-

nos: Argelia y Marruecos50. 
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50 La frontera terrestre entre los dos países sigue cerrada desde 1994. 
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Asimismo, este conflicto ha generado una crisis

humanitaria crónica: una parte de la población se

encuentra sometida a una dura represión en la parte

ocupada por Marruecos; en 1999 estalló la “intifada

saharaui”. La otra parte de la población, que huyó tras

la ocupación militar de Marruecos, se encuentra haci-

nada en los campamentos de refugiados asentados en

territorio argelino cerca de la ciudad de Tinduf.   

En estos contextos, el sufrimiento de los pueblos

provocado por la prolongación de una situación

“injusta”, la negación de los derechos de dos pueblos

a la autodeterminación y el derecho de los refugia-

dos es “aliviado” por la movilización de los actores

humanitarios pero no dejan de ser paliativos a la

debilidad del sistema internacional incapaz de prote-

ger estos mismos derechos. 

La falta de solución política al conflicto ha crea-

do una situación de crisis prolongada, que perdura

desde hace 30 años. Desde la firma del alto el fuego

en 1991 el conflicto ha entrado en una fase de statu

quo, una situación de “ni paz, ni guerra”. La supervi-

vencia de la población saharaui de los campamentos

asentados en la hamada argelina depende al 95% de

la ayuda exterior. Esta ayuda es asimismo gestionada

por el Frente Polisario. Tanto la población como las

instituciones de la República Árabe Saharaui

Democrática (RASD) han ido adaptándose a esta

situación de “transitoriedad permanente”.

La institucionalización, en 1998, del Ministerio de

Cooperación, es una muestra de esta progresiva orien-

tación de la transitoriedad de la emergencia hacia la

permanencia. Con el fracaso de las partes enfrentadas

y de la comunidad internacional en resolver el proble-

ma de fondo, la ayuda humanitaria proporcionada a los

refugiados permite mantener en cierto modo el statu

quo político. 

La cooperación española ha ido asumiendo un

papel destacado en la ayuda a los refugiados saha-

raui. La cooperación no gubernamental canaliza gran

parte del monto de ayuda destinado al Sahara. La

cooperación española respalda también de forma sus-

tancial, mediante contribuciones multilaterales, a las

agencias de Naciones Unidas como el Programa

Mundial de Alimentos (PMA) que suministra los ali-

mentos básicos a la población saharaui.

La solidaridad de la sociedad civil española res-

pecto al Sahara Occidental es otro punto a destacar

tanto por su importancia cuantitativa como por la

diversidad de los actores implicados.  

2. La situación humanitaria de los
campos de refugiados: una crisis
humanitaria crónica

Desde 1976, los refugiados saharauis viven en los

campamentos situados en el suroeste de Argelia, cerca

de la ciudad argelina de Tinduf. Los campos de refugia-

dos están formados por provincias (wilayas): Al Aaiun,

Smara, Dajla y Ausserd, a su vez divididas en diferentes

municipalidades (dairas). Rabuni es el centro guberna-

mental y administrativo de los campamentos.

Tanto por las condiciones climáticas como por las

características geográficas adversas del lugar donde

fueron asentados los campamentos, y las escasas

posibilidades de integración económica de los refu-

giados en el entorno local, la población saharaui

depende casi totalmente de la ayuda exterior (95%).

Hasta los años 90, la acción humanitaria en los cam-

pamentos era básicamente asistencial, destinada a res-

ponder a una situación temporal, cuando la idea del retor-

no y de la lucha seguía canalizando todos los esfuerzos.

Concebidos en un principio para hacer frente a

una situación temporal de emergencia y destinados a

ofrecer una solución transitoria a los problemas de

las personas desplazadas por el conflicto, los campa-

mentos saharaui se han convertido, después de 30

años, en estructuras o espacios semi-permanentes. 

En este sentido, los retos que plantea la acción

humanitaria en los campos de refugiados son pareci-

dos a los que surgen en otros campos de refugiados,

aunque la particularidad del caso saharaui radica en

que el Frente Polisario y la RASD han asumido direc-

tamente la gestión de los campos. El 27 de febrero de

1976, el Frente Polisario proclamó la RASD, que fue

admitida como miembro observador de Naciones
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Unidas y reconocida y admitida por la  OUA (anterior

nombre de la Unión Africana). 

En este sentido, la RASD está ejerciendo atributos

de su “soberanía sin tierra” y en particular la gestión

de la ayuda de los campos y la provisión de los ser-

vicios básicos.

El modelo de organización de los campos ha

seguido el modelo de divisiones administrativas

parecido a su vecina Argelia (wilayas, dairas,

barrios...).

3. La respuesta internacional a la
crisis humanitaria 

El mantenimiento de los campos y la subsistencia

de la población refugiada dependen prácticamente en

su totalidad de la ayuda externa. La mayor parte de

la misma ha sido suministrada por Argelia, que ha

sido parte implicada en el conflicto al sostener acti-

vamente al Frente Polisario contra las pretensiones

marroquíes.

A partir de 1986 y en respuesta a una petición del

Gobierno argelino, que en aquel momento entraba en

una fase de aguda crisis financiera, la comunidad

internacional empezó a suministrar ayuda a los cam-

pamentos a través de sus diversas agencias especia-

lizadas, como el Alto Comisionado de Naciones

Unidas para los Refugiados (ACNUR) o el Programa

Mundial de Alimentos de Naciones Unidas (PMA).

Estas dos organizaciones internacionales cubren las

necesidades alimentarias básicas de los refugiados.

La operación que el PMA dirige actualmente en los

campamentos fue iniciada en septiembre de 2004.

Entre sus principales donantes se encuentran la

Comisión Europea (13 millones de dólares), España

(5 millones de dólares), Suiza (4 millones de dóla-

res), Estados Unidos (4 millones de dólares), Canadá

(2 millones de dólares), Finlandia (1,3 millones de

dólares), Francia (609.000 dólares). A estas donacio-

nes se suman 6,4 millones de dólares en contribucio-

nes multilaterales y una donación de 23.000 dólares

del sector privado. 

Las ONG complementan la cesta alimenticia bási-

ca con el suministro de otros alimentos y servicios

esenciales para la población. A partir de 1993, la

Comisión Europea, a través de su Departamento para

la Ayuda Humanitaria ECHO, ha ido desempeñando un

papel cada vez más importante en el suministro de

ayuda a la población refugiada. La ECHO ha financia-

do 118 millones de euros entre 1993 y 2005 en ayuda

a los campamentos saharauis. En agosto de 2007, la

ECHO desbloqueó 10 millones de euros para los refu-

giados saharaui con el fin de responder a las necesi-

dades básicas de los refugiados: la mitad destinada a

mejorar las condiciones de vida de los refugiados

(salud, agua e instalaciones sanitarias) y la otra

mitad destinada a cubrir las necesidades alimentarias

de la población saharaui. 

La cooperación española ha sido muy activa en

los campamentos. En 2006 la Ayuda Oficial al

Desarrollo (AOD) bilateral bruta destinada a la

población saharaui refugiada alcanzó la suma de

19.603.272 euros (un incremento del 49% respecto

al año anterior). De este monto de ayuda el 85,63%

ha sido canalizado por las ONGD (16.786.346 euros).

La Agencia Española de Cooperación Internacional

(AECID) es, tras la ECHO, el mayor donante interna-

cional en los campamentos saharauis, con una apor-

tación de más de 5,5 millones de euros en 2006. En

octubre de 2006 decidió incrementar en 500.000

euros su aportación prevista al PMA, para comple-

mentar la cesta básica alimentaria de la población

refugiada, respondiendo así al llamamiento interna-

cional lanzado por la Media Luna Roja Saharaui

(MLRS) ante la escasez de alimentos para los próxi-

mos meses en los campamentos. 

La gran representación española entre las ONG

humanitarias activas en los campamentos se corres-

ponde también con la alta sensibilidad social que

tiene en España la cuestión saharaui y la solidaridad

política que ha generado su causa.

Otra particularidad de la acción humanitaria

española es la importancia de su componente soli-

dario, así como la diversidad de actores presentes

en el terreno. Entre la diversidad de actores no
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gubernamentales presentes en el terreno podemos

citar:

– ONG internacionales: África 70, Oxfam Bélgica,

Triangle y Asociación de mujeres argelinas para el

desarrollo.

– ONG españolas: MPDL, Solidaridad Internacional,

PTM, Médicos del Mundo y Cruz Roja. 

– Asociaciones de Amigos del Pueblo Saharaui, aso-

ciaciones de solidaridad con el pueblo saharaui con

especializaciones sectoriales que trabajan desde la

mitad de la década de los 80 en los campamentos.

– Comisiones médicas por especialización.

– Grupos de trabajo (arqueólogos, ingenieros, cineas -

tas...).

– Agencias de Naciones Unidas: ACNUR, PMA, UNI-

CEF.

– Agentes de la cooperación descentralizada.

4. La cooperación gubernamental
española 

A parte de un incremento notable de los fondos,

desde la Secretaría de Estado así como desde la

AECID se han dado otras señales de la voluntad de la

cooperación gubernamental española de poner en

evidencia su compromiso “solidario” con los refugia-

dos saharauis, definidos como prioritarios en el Plan

Director de la Cooperación Española (2005-2008). La

población saharaui es asimismo el objeto de un

Documento de Estrategia Prioritaria (DEP) y se ha

abierto una antena de la Oficina Técnica de

Ccooperación de Argel en Rabuni. 

Sin embargo, este énfasis en la cooperación ha

ido parejo con un cambio de posicionamiento del

Ministerio de Asuntos Exteriores respecto a la cues-

tión saharaui, dando su apoyo al Plan de Autonomía

propuesto por Marruecos.

En el documento de Estrategia País de la

Cooperación Española se justifica la clasificación de

la población refugiada saharaui dentro de la catego-

ría de “Países prioritarios” por la “importancia que el

Gobierno español está otorgando dentro de su políti-

ca exterior a la resolución del conflicto”. 

El argumento generalmente avanzado desde la

Administración para diferenciar la posición política

del Gobierno respecto a su estrategia de cooperación

es afirmar que se trata de una cooperación técnica:

“Desde un punto de vista técnico, la elaboración de la

Estrategia de Cooperación Española con la población

saharaui afronta el reto de definir objetivos de des-

arrollo en el corto, medio y largo plazo para una

población que se asienta en un espacio, por defini-

ción, temporal y cuya permanencia está sujeta a los

resultados de una negociación política”.

La estrategia de cooperación reflejada en el DEP

se centra exclusivamente en la mejora de la situación

nutricional de la población, cubriendo sus necesida-

des básicas. Desde 1987, la AECID actúa en los cam-

pamentos a través de dos líneas básicas: el envío

anual de alimentos a través de la Media Luna Roja

Saharaui y el Programa Mundial de Alimentos y los

proyectos de ayuda humanitaria gestionados por las

ONG.

El Documento País (2004-2008) define  como

objetivo prioritario respecto a la cooperación con el

Sahara Occidental el fortalecimiento de los servicios

básicos, el sistema de distribución de la ayuda y el

funcionamiento de los centros de salud y de educa-

ción. Se resalta también, en la estrategia, la necesi-

dad de mejorar los mecanismos de coordinación con

una aspiración clara a asumir un papel de liderazgo

en la coordinación de los diferentes actores que

intervienen. 

Existen mecanismos de coordinación multilatera-

les como la célula de coordinación creada para el

seguimiento en Argel de la ayuda alimentaria gestio-

nada por el PMA. En esta célula participan: la AECID,

la ECHO, las agencias de Naciones Unidas, las Media

Luna Roja (Saharaui y argelina) y el Ministerio de

Asuntos Exteriores argelino. 

En el ámbito de la ayuda española, se ha tratado

de impulsar desde la administración, la creación de

mecanismos de coordinación, se han creado algunos

en el ámbito sectorial (mesas de coordinación y con-
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certación creadas en el marco de los convenios que

las ONG firmaron con la AECID en el campo de la

salud materno-infantil, la formación profesional y la

seguridad alimentaria)51. 

No deja de sorprender que después de 30 años la

cuestión de la “seguridad alimentaria” siga siendo

una cuestión preocupante. Tanto las autoridades de

la RASD como los donantes, señalan claramente la

presencia de una situación de emergencia crónica en

los campamentos que dependen  al 100% de la ayuda

internacional.

La asistencia continua, proporcionada por las

agencias de Naciones Unidas sólo ha resuelto par-

cialmente los problemas básicos de los refugiados, ya

que el abastecimiento alimentario sigue siendo insu-

ficiente. Así lo ponen en evidencia los informes sobre

la salud de la población siendo los principales afec-

tados mujeres y niños (malnutrición, enfermedades

crónicas relacionadas con la alimentación...).

En términos generales se ha podido observar una

reducción del nivel de ayuda internacional de la cual

dependen totalmente los refugiados saharauis.

La disminución del nivel de asistencia prestado a

los campamentos se ha acentuado en los últimos

años en parte debido a la reducción por parte de las

agencias de Naciones Unidas del número de benefi-

ciarios a 90.000. De acuerdo con el Polisario el

número de saharauis refugiados en los campos alcan-

zaría 155.000. La decisión de  reducir el número de

beneficiarios decretado por el PMA y ACNUR ha sido

particularmente polémica ya que las partes enfrenta-

das en el conflicto han interpretado esta decisión en

términos políticos.

5. La cooperación descentralizada en
los campamentos

Los refugiados saharauis son los mayores benefi-

ciarios magrebíes de los fondos que conceden los

gobiernos autónomos, diputaciones y municipios a

través de ONG. A principios de los noventa, el primer

estudio sobre la cooperación española descentraliza-

da (FEMP, 1991), ya señalaba a los refugiados saha-

rauis como uno de los principales destinatarios de los

fondos de cooperación local. Al final de la década de

los 90, el Sahara Occidental seguía siendo uno de los

destinos principales de la cooperación local: en 1997

la población saharaui recibió el 81% de los fondos

para el Magreb. En muchos casos se trata de proyec-

tos ligados a hermanamientos municipales y es fre-

cuente que no se recurra a ONGD intermediarias,

siendo directa la gestión del proyecto. La coopera-

ción descentralizada con los saharauis ha dado lugar

a la creación de una red específica: la Federación

Estatal de Instituciones Solidarias con el Pueblo

Saharaui. 

Las Comunidades Autónomas (CCAA) han adquiri-

do cada vez mayor protagonismo en la cooperación

con la población saharaui. En  2006 más de la mitad

de la AOD bilateral destinada a la población saharaui

asentada en los campamentos de Tinduf procedía de
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51 En el periodo 2006-2007, la AECID firmó convenios con ONGD españolas en estos sectores con el Consorcio formado por PTM-Mondubat;
Solidaridad Internacional y MPDL.

1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006

AOD- Sahara 4.598.865 5.166.897 7.931.722 10.155.526 7.314.946 11.750.436 13.152.788 19.603.272

AOD Total 779.135.074 803.892.576 1.250.384.985 1.059.188.889 1.019.099.685 1.118.180.670 1.261.840.867 1.413.485.630

% de AOD Sahara/
AOD/Total 0,59 0,64 0,63 O,96 0,72 1,05 1,04 1,38

Elaboración propia a partir de los datos del Seguimiento PACI.

Ayuda bilateral neta de España destinada al Sahara (Euros) 



la cooperación autonómica. En efecto, las CCAA

suministraron el 52% de la AOD bilateral a la pobla-

ción saharaui con un monto de ayuda de 10.192.965

euros, suponiendo un incremento del 111,42% res-

pecto al año anterior

Las CCAA que más ayuda han desembolsado en los

últimos años han sido Andalucía, Cataluña y el País

Vasco. Andalucía desembolsó, en 2006, 1.898.900

euros, una partida incrementada en un 32% respecto al

año anterior y representando el 9,69% de la coopera-

ción autonómica. La cooperación catalana es también

destacable por el volumen de ayuda destinado a los

campamentos con un monto de ayuda de 1.225.000

euros, representando el 6,2% del total de la coopera-

ción autonómica con la población saharaui refugiada

en Tinduf. En tercera posición está la cooperación

vasca que con 935.015 euros, suministraron el 4,7% de

la ayuda autonómica a los campamentos en 2006. 

La cooperación local incrementó también el

monto de ayuda destinado al Sahara, pasando de

2.226.855 euros en 2005 a 4.645.282 en 2006 (un

aumento de un 108,60%). Las corporaciones locales

proporcionaron, en 2006, el 23,70% de la AOD bila-

teral bruta52. 

El dinamismo de la cooperación descentralizada res-

pecto a la solidaridad con la causa Saharaui ha queda-

do reflejado también por las relaciones bilaterales que

éstos han establecido con 17 Gobiernos autónomos y

los hermanamiento entre 360 localidades españolas y

25 dairas -división local de los 4 campos (wilayas)-. 

6. Los retos de la acción humanitaria
en los campamentos de refugiados
del Sahara Occidental

6. a. El carácter político de la ayuda 

Lo que caracteriza la ayuda humanitaria propor-

cionada a los campamentos de refugiados saharaui

es precisamente la ausencia de acción humanitaria:

las ONG humanitarias como MSF e Intermón Oxfam

han desarrollado proyectos puntuales en los campa-

mentos pero no han tenido una presencia continua.

Las particularidades de la gestión de los campamen-

tos, monopolizadas por el Frente Polisario, sigue

siendo uno de los mayores obstáculos para poder lle-

var a cabo acciones en acorde con los principios

humanitarios. 

Al mismo tiempo, el carácter político de la ayuda

en los campamentos ha sido en gran parte determi-

nado por la estrategia de los donantes y ha sido

acentuado por la percepción de la ayuda por parte de

los beneficiarios. Por un lado, la ayuda ha sido utili-

zada como un instrumento de contención de la cues-

tión saharaui y un paliativo a la ausencia de solución

política. Por otro lado la ayuda es percibida por parte

de los beneficiarios como un acto de solidaridad y

tiene que ser algo más que “sacos de harina”.

Desde el principio, la ayuda ha revestido un fuer-

te carácter político que ha quedado reflejado en los

diferentes datos que se manejan respecto al número

de beneficiarios53. El tema de la identificación de los

beneficiarios de la ayuda es en sí una cuestión polí-

tica en los campamentos teniendo en cuenta los dife-

rentes intereses en juego de cara a la posibilidad de

convocar un referéndum para decidir sobre la auto-

determinación del Sahara Occidental.

Las autoridades marroquíes consideran que el

número de saharauis ha sido sobrevalorado por las

agencias internacionales y que parte de la ayuda está

siendo desviada por el ejército argelino y, por otra

parte, por los dirigentes del Polisario para financiar

el presupuesto de la RASD (ICG, 2004). Marruecos

denuncia también que parte de la ayuda alimentaria

del PMA sería vendida a través de las redes comer-

ciales del sur argelino y en el norte de Mauritania. 

La prolongación en el tiempo de una situación

destinada en un principio, a tener un carácter tran-

sitorio, ha reforzado el carácter político que ha ido
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adquiriendo la ayuda humanitaria. En este contexto,

altamente politizado, los beneficiarios así como gran

parte de los actores locales e internacionales impli-

cados en el conflicto perciben la ayuda como un acta

de solidaridad política. 

Se trata de una dimensión ineludible para cual-

quier organización que trabaja en el Sahara ya que

el Frente Polisario es a la vez autoridad legítima y

Gobierno, y asume un papel de repartidor y gestor de

la ayuda que le confiere al mismo tiempo parte de su

legitimidad. Cualquier iniciativa encaminada a bus-

car vías alternativas para llevar la ayuda directa-

mente a la población refugiada es percibida como

una forma de debilitar el Frente Polisario. Asimismo

los actores humanitarios trabajando en los campa-

mentos de refugiados no tienen un acceso directo a

los beneficiarios.

De acuerdo con el modelo de gestión política que

ha prevalecido en los países árabes tras el logro de

las “Independencias”, el Polisario ha asentado tam-

bién su liderazgo, legitimado por ser el garante del

proyecto nacional, un proyecto unitario en el cual la

dimensión colectiva ahogaba la personalidad indivi-

dual. Se trata de un proceso de “modernización

nacional” parecido al que conocieron la mayor parte

de los Estados árabes que ha favorecido la estructu-

ración de un sistema autoritario (Pratt, 2007).  

En este contexto, la gestión de la ayuda proce-

dente del exterior se ha convertido en un instrumen-

to de legitimidad para el Frente Polisario. La consoli-

dación de la legitimidad obtenida por el Polisario por

las armas, a través de la redistribución de la ayuda, es

un mecanismo que otros regímenes autoritarios de la

región han utilizado al basar gran parte de su legiti-

midad política en su capacidad redistributiva.

Es comprensible que por la importancia política

que supone como vector de legitimidad política, las

autoridades locales se resistan a que la ayuda sea

gestionada por otros actores.  

Para llevar a cabo una acción humanitaria de prin-

cipios en el Sahara, los obstáculos son “insuperables”,

falta de transparencia y de acceso a los beneficiarios,

indisponibilidad de datos básicos de salud, etc.

6. b. Impacto de la ayuda: nuevas
tendencias socioculturales

A partir de los noventa con el bloqueo de la situa-

ción política, nuevas problemáticas empezaron a sur-

gir en los campamentos. Asimismo se empezaron a

notar los efectos de la ayuda sobre la misma organi-

zación y cohesión de la sociedad saharaui, (la evolu-

ción del modo de vida, la creación de nuevas necesi-

dades, las desigualdades sociales).

Las expectativas políticas y socioeconómicas de los

refugiados han evolucionado. Las limitadas posibilida-

des de integración profesional en los campamentos,

así como la fuerte dependencia de la ayuda del exte-

rior y la pérdida de fe en el proceso planificado por

Naciones Unidas han ido transformando las aspiracio-

nes sociopolíticas de los refugiados saharauis.

En los últimos diez años estos cambios sociocul-

turales se han afianzado. Ha surgido en la vida de los

campamentos una incipiente economía informal, con

un impacto sobre el mismo comportamiento social de

las familias que ha llevado a la emergencia de nue-

vos mecanismos de presión social familiar (bodas y

dotes), un mayor desinterés por el trabajo en las ins-

tituciones públicas que no generan salarios e ingre-

sos y la emergencia de nuevas actividades más lucra-

tivas. La utilidad social del trabajo, antes canalizada

en el esfuerzo revolucionario, está cada vez más reo-

rientada hacia el bienestar social y familiar.

6. c. Percepción por los diferentes
actores locales de las respuestas
humanitarias tanto locales como
internacionales

Para los receptores de la ayuda hay una clara vin-

culación entre las políticas y estrategias de los

donantes y la actuación de los actores humanitarios.

Esta inevitable imbricación de agendas es aún más

clara desde la perspectiva de la sociedad receptora en

el caso de las agencias gubernamentales. En el caso

particular del Sahara Occidental es quizás muy difícil
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considerar que la ayuda entregada por la AECID sea

realmente independiente de las posiciones políticas

adoptadas por el Ministro de Asuntos Exteriores y

Cooperación respecto al Sahara Occidental y su

intento de mejorar las relaciones con Marruecos.                 

Las agencias de Naciones Unidas merecen el

mismo nivel de desconfianza: en agosto de 2007 la

Media Luna Roja Saharaui denunció en un comunica-

do que un 40% de las donaciones concedidas a los

refugiados saharauis se había ido en la gestión de las

oficinas del ACNUR y del PMA. 

Según la Media Luna Roja Saharaui, las reservas

de seguridad, financiadas por la ECHO, no han sido

renovadas desde octubre de 2006 y el retraso que se

ha producido para poder llevar la ayuda humanitaria

a los refugiados saharauis tiene que ver con la com-

pleja burocracia de las dos organizaciones, ACNUR y

PMA, a pesar de que “acaparan el 40% del presu-

puesto dedicado a los refugiados”. 

El comunicado de la Media Luna Roja Saharaui

aludía también a “las peligrosas presiones ejercidas

por determinados medios en el seno de esas dos

organizaciones para dejar hambrientos y atormentar

a los refugiados saharauis”. 

De acuerdo con la percepción dominante en los

campamentos, una respuesta adecuada a las dificul-

tades humanitarias de los campamentos tendría que

integrar un enfoque de derecho. Las estrategias de

los principales donantes se centran exclusivamente

en la mejora de la situación nutricional de la pobla-

ción, cubriendo sus necesidades básicas. 

La ausencia de las ONG humanitarias en el Sahara

lastra de alguna manera la eficacia de la ayuda. La

solidaridad política con la causa saharaui y las bue-

nas intenciones no bastan: coexisten una multitud de

actores que actúan en los campamentos, muy des-

iguales en cuanto a capacidad institucional, finan-

ciera y recursos humanos y, la falta de coordinación

entre ellas, así como la falta de buenas prácticas,

contribuyen a que en el Sahara no se consiga salir de

una situación de emergencia crónica. 
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